ACCIÓN INDEMNIZATORIA - Accede
ACCIÓN INDEMNIZATORIA / ACTO TERRORISTA / ATAQUE TERRORISTA / ATENTADO TERRORISTA / ATENTADO NARCOTERRORISTA / CARRO BOMBA - En la vía Las Palmas frente al Hotel Intercontinental de la ciudad de Medellín / APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL – Configurada / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO
SÍNTESIS DEL CASO: De acuerdo con la demanda y las pruebas que obran en el expediente, se solicita la declaratoria de responsabilidad estatal y la reparación de los perjuicios sufridos por los demandantes, como consecuencia de un acto terrorista perpetrado el día 24 de mayo de 1990, en la vía Las Palmas frente al Hotel Intercontinental de la ciudad de Medellín.

VALIDEZ DE LA PRUEBA TRASLADADA / VALORACIÓN DE LA PRUEBA TRASLADADA - Traslado de pruebas practicadas dentro de otro proceso / VALOR PROBATORIO DE LA COPIA AUTÉNTICA DE DOCUMENTO – Pruebas trasladadas de otro proceso autenticadas 
Con fundamento en el criterio bajo el cual por lealtad procesal no pueden las partes aceptar que una prueba haga parte del acervo probatorio y en caso de que la misma le resulte desfavorable, invocar las formalidades legales para su admisión , esta Sección ha expresado que en los eventos en que el traslado de pruebas practicadas dentro de otro proceso sea solicitado por ambas partes, dichas pruebas, remitidas en copias auténticas, pueden ser tenidas en cuenta en el proceso contencioso administrativo. En estas condiciones, en el presente proceso se valorarán las pruebas que obran dentro de la investigación preliminar de carácter penal con radicado No. 2105 “CARROBOMBA LAS PALMAS”, adelantada, primero, por los Jueces de Orden Público de Medellín y, posteriormente, por la Fiscalía General de la Nación, a través de la Dirección Regional de Fiscalías de Antioquia.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA
De acuerdo con la demanda y las pruebas que obran en el expediente, se solicita la declaratoria de responsabilidad estatal y la reparación de los perjuicios sufridos por los demandantes, como consecuencia de un acto terrorista perpetrado el día 24 de mayo de 1990, en la vía Las Palmas frente al Hotel Intercontinental de la ciudad de Medellín. Por lo tanto, considera la Sala necesario referirse al tratamiento que la jurisprudencia le ha dado a este fenómeno, entre otras, a través de la sentencia del 14 de julio de 2004, exp. 14.592. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el tratamiento jurisprudencial en relación con la responsabilidad del Estado por actos terroristas, cita Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de julio de 2004, exp. 14592.

ACTO TERRORISTA / ATAQUE TERRORISTA / ATENTADO TERRORISTA / ATENTADO NARCOTERRORISTA / CARRO BOMBA / FALLA DEL SERVICIO – No probada / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA
Se afirma en las demandas que el Estado es responsable de los perjuicios sufridos por los demandantes porque no cumplió con el deber constitucional de proteger la vida, honra y bienes de los ciudadanos, pues los hechos objeto de estudio, constituyen una falla del servicio, porque: a) la inmovilización de los vehículos y personas afectadas por la explosión, ordenada y efectuada por el Grupo Elite de la Policía Nacional a través de la instalación de un retén móvil de control en la vía Las Palmas, no contó con la suficiente planeación, porque se realizó sin el apoyo de agentes de tránsito ni de expertos en explosivos, así como sin establecer una prudente distancia entre uno y otro vehículo; b) los miembros de la policía que participaron en el operativo tenían una obligación de resultado con las personas o vehículos retenidos, pues allí llegaron en buenas condiciones y en las mismas condiciones tenían que salir, motivo por el cual se debieron tomar medidas preventivas antes y en el momento en que fue descubierto el artefacto explosivo, pero omitieron hacerlo a pesar de tener el entrenamiento adecuado para ello; c) la policía contaba con los recursos humanos y técnicos adecuados para impedir los resultados dañosos pero no se utilizaron por desidia e imprevisión; y, d) el empleo de los recursos mencionados no era opcional sino obligatorio, dada la cantidad de artefactos explosivos que por esa época habían detonado en la ciudad de Medellín. Sin embargo, si bien a la parte actora le correspondía acreditar tales conductas (artículo 177 del C.P.C.), éstas no tienen respaldo probatorio alguno en el plenario, las cuales, por ende, no pueden resultar constitutivas de responsabilidad patrimonial bajo el régimen de la falla del servicio. En efecto, no está acreditada en el proceso la falla del servicio, pues, no se probaron las circunstancias exactas en las cuales ocurrieron los hechos, para poder concluir que la entidad demandada incurrió en falla del servicio al momento de requisar las personas y vehículos en el retén que había instalado la tarde del jueves 24 de mayo de 1990 en la vía las Palmas. Además, en el asunto bajo estudio, como lo ha precisado la Corporación en otros pronunciamientos en los cuales el daño causado como consecuencia de los atentados terroristas se ha imputado al Estado a título de falla del servicio por la acción u omisión de sus agentes, no existe prueba de que los residentes en el sector solicitaran protección especial por haber sido objeto de amenaza; tampoco se demostró en expediente que las autoridades tuvieran conocimiento previo de su situación de peligro; ni tampoco que, por sus circunstancias particulares, el hecho concreto resultaba previsible para las autoridades. Por consiguiente, no existe, entonces, en este caso, una omisión del Estado que pueda constituirse en causa del hecho, por no haber impedido la acción de la delincuencia.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 177

CONTEXTO REGIONAL DE VIOLENCIA – Situación de conocimiento de las autoridades / NARCOTRÁFICO / RIESGO EXCEPCIONAL – Por retenes móviles de control / APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL
Se destaca que para esa época se vivía en el país, particularmente en la ciudad de Medellín, una situación crítica de violencia generada por organizaciones de narcotraficantes. Esa situación era conocida por las autoridades, al punto que en dicha ciudad, se tomaron algunas medidas de precaución, de orden logístico y militar, como el patrullaje y los retenes móviles de control. Sin embargo, considera la Sala, que a pesar de que la violencia desatada por las organizaciones delincuenciales para esa época constituía un hecho notorio, no hay lugar a condenar al Estado en el presente caso bajo el fundamento de la falla del servicio, porque éste no era previsible, ni se demostraron las circunstancias particulares en las cuales se produjeron los acontecimientos, pues, de las afirmaciones contenidas en las demandas y, de la comunidad probatoria recaudada en el plenario, no se puede concluir que la conducta de los uniformados, al momento de efectuar la requisa, hubiese sido imprudente o inadecuada. Finalmente, es necesario advertir que, mediante providencia del 23 de mayo de 1994 (fls. 454-455 cdno. 2°), la Fiscalía Regional de Medellín resolvió suspender provisionalmente toda actuación investigativa, dentro del expediente penal adelantado como consecuencia de los hechos antes descritos, dado que, transcurrido un año después de su iniciación, no se pudo identificar al posible autor del hecho punible (fls. 454-455 cdno. 2°). Por esta razón, sin pretender agotar el estudio de todas las hipótesis, se concluye que, de igual manera no existe evidencia de que el atentado hubiera sido causado por agentes del Estado, lo cual también permite descartar la responsabilidad patrimonial de la administración a partir de este supuesto. En las anteriores condiciones, considera la Sala que tuvo razón el Tribunal al afirmar que los actores no demostraron que la entidad demandada hubiera incurrido en falla del servicio generadora del daño antijurídico alegado. Sin embargo, se observa que sí hay lugar a deducir responsabilidad por el daño producido, pero porque les creó un riesgo de naturaleza excepcional a los ocupantes de los vehículos particulares sometidos al retén instalado por una patrulla del grupo elite de la Policía Nacional, el día 24 de mayo de 1990, en la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín. Debe advertirse, en primer lugar, que de manera subsidiaria, los actores invocaron dicho régimen de carácter objetivo, como fundamento de la responsabilidad a cargo de la entidad demandada. (…) En el asunto sub-examine, no tiene discusión que los denominados retenes móviles de control fueron puestos en funcionamiento por parte de la Policía Nacional, en beneficio de la comunidad, especialmente en una época, en la ciudad de Medellín, “conocida como la mal llamada Guerra Total dirigida por el Cartel de Medellín en contra del Estado, en rechazo a las políticas gubernamentales encaminadas a la lucha contra el narcotráfico: orientando su ación (sic) en el ataque a Jueces, Políticos, periodistas y miembros de la Policía Nacional que los hubieran perseguido o atentado contra su organización. Etapa ésta que se desarrolló en dos fases: la primera entre el mes de marzo y octubre de 1.990 y una segunda desarrollada entre el 25 01 91 y el 30 01 91” (fl. 443 cdno. 2°), por lo que, en dicha época, diferentes sectores urbanos de Medellín comenzaron a ser objeto de atentados con carros bombas, incluido el de la avenida Las Palmas de que trata este proceso, atentados que, tan solo en el año de 1990, ascendieron a más de 3, cobraron la vida y resultaron heridos más de 30 miembros de la Policía Nacional, entre otras víctimas, y la afectación material de varias estaciones de policía, según el informe elaborado a solicitud del a quo (fls. 171-175 cdno. ppal.) por parte de los Jefes del grupo anti-explosivos y de la SIJIN de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá. Por lo tanto, uno de los recursos humanos y logísticos con que contaba la fuerza pública, a través del Departamento de Policía del Valle de Aburrá, para proteger a la población civil precisamente de la ola terrorista desatada por la delincuencia organizada en la ciudad de Medellín, consistía en la instalación de retenes móviles de control en los distintos puntos de llegada y salida de ésta ciudad, con el propósito de detectar artefactos explosivos ocultos en vehículos, como el situado en horas de la tarde del jueves 24 de mayo de 1990 sobre la avenida Las Palmas, a la altura del CAI y a pocos metros del Hotel Intercontinental, por parte de un comando especializado del grupo elite de la Policía Nacional, a fin de localizar y decomisar una carga explosiva proveniente del oriente antioqueño, que al parecer, según información conocida por las autoridades de policía, iba a ser activada en contra de un centro comercial.

ATENTADO TERRORISTA – No fue dirigido indiscriminadamente contra la población civil / ATENTADO TERRORISTA – Dirigido a los retenes móviles de control de la policía / ATENTADO TERRORISTA – Con el fin de afectación de personas o establecimientos específicos de carácter militar o policivo / RIESGO EXCEPCIONAL / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL – Configurada / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA
como quiera que resultó demostrado fehacientemente en el plenario, que no se trató de un atentado terrorista dirigido de manera indiscriminada contra la ciudadanía de Medellín, el cual tuviera como propósito la desestabilización del orden público en el sector de Las Palmas de dicha ciudad, sino la afectación de personas o establecimientos específicos de carácter militar o policivo, como eran los integrantes de la fuerza pública, particularmente del Grupo Elite de la Policía Nacional, encomendados para ejecutar labores preventivas de seguridad ciudadana a través de la instalación y puesta en marcha de un retén móvil sobre la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín la tarde del jueves 24 de mayo de 1990, los ocupantes de los vehículos sometidos a dicho puesto de control, como sucedió con los actores, quedaron expuestos a una situación de peligro de particular gravedad, que excedió notoriamente las cargas que normalmente han de soportar los administrados, en compensación a los beneficios que se derivan de la prestación del servicio de protección y vigilancia por parte de la fuerza pública. En efecto, si bien fueron terceros los autores del atentado del 24 de mayo de 1990, cuyas acciones generan el rompimiento del nexo causal que impiden la imputación del daño a la administración, éste no está llamado, en principio, a responder patrimonialmente por tales hechos. Sin embargo, en el asunto bajo estudio, la imputabilidad al Estado surge a partir de la creación de un riesgo, de naturaleza excepcional, en la medida en que, como consecuencia del ejercicio de una actividad desplegada por la fuerza pública en aras de proteger y salvaguardar a la comunidad en general, sitúa en estado de peligro a un grupo particular de ciudadanos. Por lo tanto, no se trata, en este caso, de la existencia de una acción u omisión atribuible a la administración a título de falla del servicio, sino de la producción de un daño, cuya obligación indemnizatoria a cargo del Estado, se deriva del beneficio que le representa la posibilidad de prestar los servicios públicos a cambio de someter a los ciudadanos a una situación de riesgo de carácter excepcional. Y, ese riesgo excepcional a que se sometió a los actores y cuya concreción, es decir, el daño, no están en el deber jurídico de soportar, obliga a su resarcimiento a través de la indemnización. En consecuencia, los daños antijurídicos producidos son imputables a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, quien creó el estado de riesgo en ejercicio de sus funciones públicas y en beneficio de la comunidad, por lo cual está llamada a indemnizarlos.
ATENTADO TERRORISTA / CARRO BOMBA / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MORAL
Conforme a lo determinado en la providencia de fecha 6 de septiembre de 2001, expedientes 13.232-15.646, la Sala estableció el valor de las condenas por perjuicios morales en moneda legal colombiana y, fijó la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales para los eventos en que tales perjuicios cobran su mayor intensidad. En este caso, en la demanda (fl. 89 cdno. 2°) se solicitó para cada uno de los actores, por concepto de perjuicios morales el equivalente a 1000 gramos de oro. El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que las condenas a proferir corresponden el día de hoy a $34.466.310, mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, el valor anterior, traducido a salarios mínimos, corresponde a 90.34 salarios mínimos. Por lo tanto, la Sala reconocerá ésta suma para cada uno de los demandantes en su condición de padres, cónyuges e hijos de cada víctima. E indemnizará a cada uno de los hermanos de los causantes, con 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, equivalentes a $19.075.000.
ATENTADO TERRORISTA / CARRO BOMBA / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO INMATERIAL / PERJUICIO MORAL / LESIONES FÍSICAS A CIUDADANOS - También son fuente de reconocimiento del perjuicio moral / LESIONES FÍSICAS – No configurada la lesión de gran magnitud
La Sala ha manifestado que las lesiones físicas también son fuente de reconocimiento del perjuicio moral, pero, sobre ellas ha distinguido desde el punto de punto de vista probatorio y dada la magnitud de las mismas, entre las graves y las leves, (…) De acuerdo con la posición jurisprudencial citada, es claro para la Sala que en el asunto bajo estudio, en razón a que las lesiones padecidas por las víctimas Dora Ceballos Loaiza y Jairo León Calle no son de gran magnitud, procede el reconocimiento de indemnización por perjuicio moral en las siguientes circunstancias (…) En este caso, en la demanda se solicitó para la demandante, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a 1000 gramos de oro. El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que la condena a proferir en este metal (100 gramos oro) en favor de la lesionada directa Dora Ceballos Loaiza, corresponde el día de hoy a TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS ($3.446.631), mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, el valor anterior, traducido a salarios mínimos, corresponde a 9 salarios mínimos. (…) Considera la Sala que, como en este caso se trata de la reclamación de perjuicios morales ocasionados a la víctima, “una vez prueba el daño antijurídico por lesión leve”, tiene derecho a la indemnización de perjuicio moral. También en la demanda se solicitaron perjuicios para su cónyuge y para sus hijas por las lesiones sufridas por el primero y, como dichas lesiones fueron leves, según el dictamen médico legal atrás descrito, no basta con probar la existencia de la lesión y el parentesco, circunstancias que por demás, están plenamente acreditadas en el plenario, resulta necesario demostrar, además, “que aquella lesión les produjo dolor moral” En efecto, el parentesco que une a las víctimas indirectas con el lesionado directo está acreditado con los correspondientes certificados originales de registro civil de matrimonio y nacimiento (fls. 8-9 cdno. ppal.), de lo cual se infiere que los señores Jairo León Calle y Mariela de Jesús Osorio contrajeron matrimonio el 13 de octubre de 1995 en la Parroquia de Nuestra Señora del Perpetuo Socorro de la ciudad de Medellín y, que de dicha unión, nació Ana María Calle Osorio. Así mismo, la calidad de damnificada de la demandante Tatiana Sanmartín, quien como hija de crianza de los señores Jairo Calle y Mariela Osorio, padeció dolor moral por las lesiones padecidas por el primero de ellos, se tiene por demostrada mediante prueba testimonial. Sobre el particular, declaró ante el A Quo la señora Aracelly Bustamante de Rodríguez. (…) si bien a título de perjuicios morales sólo se reconoce una cuantía equivalente a 1000 gramos de oro en caso de muerte o de lesiones con un grado de incapacidad total y permanente, en este caso, dada la poca magnitud de las lesiones padecidas por el señor Jairo León Calle a causa del estallido de un carro bomba en la ciudad de Medellín el día 24 de mayo de 1990 (incapacidad permanente del 8%), se le otorgará, en su calidad víctima directa, el valor de 200 gramos. Por la misma razón se reconocerá indemnización por el daño moral tanto a la cónyuge y a la hija del lesionado, como a la demandante Tatiana Sanmartín, como tercera damnificada, la suma de 100 gramos para cada una de ellas. En este caso, por los daños a la integridad física sufridos por el señor Jairo León Calle, cada uno de los actores solicitó en la demanda, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a 2000 gramos de oro (fl. 94 cdno. ppal.). El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que la condena a proferir en este metal (200 gramos oro) en favor del lesionado directo, corresponde el día de hoy a SEIS MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS ($6.893.262), mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, la cifra anterior, traducida a salarios mínimos, corresponde a 18 salarios mínimos. Indemnizará a Mariela de Jesús Osorio, a Ana María Calle y, a Tatiana Sanmartín, para cada una, en su calidad de cónyuge, hija y tercera damnificada de la víctima, respectivamente, con la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS ($3.446.631), cifra que resulta de convertir 100 gramos de oro al valor de hoy en pesos colombianos y, en consecuencia, la cifra anterior, representada en salarios mínimos, equivale a 9 salarios mínimos. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el tema, cita Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de octubre de 1999, exp. 12384.

ATENTADO TERRORISTA / CARRO BOMBA / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / DAÑO EMERGENTE / CARGA DE LA PRUEBA / ALCANCE DE LA JUSTICIA ROGADA - No puede otorgar beneficios económicos superiores a los reclamados en la demanda / LIQUIDACIÓN DEL DAÑO EMERGENTE / ACREDITACIÓN DEL DAÑO EMERGENTE / CÁLCULO DEL DAÑO EMERGENTE
La Sala reitera su posición en el sentido de que la Jurisdicción Contenciosa Administrativa es rogada, por lo tanto, no puede otorgar beneficios económicos superiores a los reclamados en la demanda (artículo 305 del CPC) y, en el presente caso, por concepto de gastos médicos y hospitalarios, se solicitó la suma de $2.257.817, “suma que deberá actualizarse en la debida oportunidad procesal, con base en la variación porcentual de los índices nacionales de precios al consumidor para el nivel de ingresos altos, entre los meses de abril de 1.990 y el anterior al de la ejecutoria de la sentencia respectiva…” (fl. 96 cdno. ppal.). Por tal razón, será esta suma ($2.257.817), debidamente actualizada a la fecha de la presente sentencia, la que se reconocerá a título de perjuicio material en la modalidad de daño emergente en favor del señor Jairo León Calle, a pesar de resultar probada documentalmente en el plenario una cifra superior ($3.193.458). (…) El demandante Jairo León Calle también solicitó daño emergente derivado de la pérdida de un vehículo de su propiedad, el cual tasó, en el acápite de pretensiones de la demanda, en la suma de $9.000.000. Según antes se expuso , obra abundante prueba documental en el plenario que permite deducir que uno de los vehículos afectados con la carga dinamitera que hizo explosión durante la realización de un retén móvil sobre la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín el día 24 de mayo de 1990, corresponde a la camioneta ford pick up, modelo 1977, color azul y blanco, de placas LD 8476, la cual, en ese momento, de acuerdo con la copia autenticada de la tarjeta de propiedad obrante a folio 195 del cuaderno principal del expediente , era de propiedad de los señores Jairo Calle y Mariela Osorio. Respecto del valor del vehículo, si bien en la demanda se estimó en $9.000.000 y a éste escrito se aportó como prueba una cotización expedida por “Mercóvil Concesionarios Ford” (fl. 24 cdno. ppal.), que tasó en $9.500.000 un automotor de las particularidades del perteneciente al actor, se acudirá a la tabla de avalúos comerciales de automotores establecida por el Ministerio de Transporte. En este evento, mediante la Resolución No. 3807 expedida por dicha entidad el día 11 de diciembre de 1998, se señaló que, para el año de 1990, el avalúo comercial de un vehículo de las características del vehículo del demandante (camioneta ford, cilindraje mayor a 3000 c.c. de modelos anteriores a 1984 -1977-), es la suma de dos millones doscientos treinta y cuatro mil pesos ($2.234.000). Así mismo, se tiene que con posterioridad a los graves daños sufridos el 24 de mayo de 1990 en la camioneta a él perteneciente, el señor Jairo León Calle lo enajenó por la suma de $750.000 en el mes de septiembre del mismo año, según contrato de compraventa y documentos de traspaso aportados al expediente en copias autenticadas a folios 25, 91 y 196 a 209 del cuaderno principal. Luego entonces, al valor comercial del vehículo para la época de ocurrencia de los hechos ($2.234.000), habrá que deducirle el valor que obtuvo el actor por la venta del mismo ($750.000), cuyo resultado ($1.484.000), será el correspondiente a indemnizar al señor Jairo León Calle por concepto de la destrucción del automotor de su propiedad, suma ésta que será debidamente actualizada a la fecha de la presente providencia. (…) De igual manera, el señor Jairo León Calle pidió, en el acápite de pretensiones de la demanda, la suma de $961.000, representada en “los gastos de transporte que se vió (sic) precisado a pagar para asistir a los tratamientos médicos” (fl. 96 cdno. ppal.); pretensión ésta que sustentó a través de la aportación al proceso en original, de los siguientes recibos de caja (…) [L]a Sala accederá a esta pretensión indemnizatoria, pero limitada en el tiempo, es decir, desde el 24 de mayo de 1990 hasta el 24 de noviembre de 1990, período durante el cual estuvo incapacitado el señor Jairo León Calle y lo motivó a contratar, para efectos de sus distintos desplazamientos, los servicios de transporte del señor Darío Álvarez. De acuerdo con los documentos privados antes referidos, el periodo de incapacidad de 180 días, está representado en los recibos números 100, 120, 141, 148 y 160, cuya suma total equivale a $670.000, (…) Ahora bien, de acuerdo con lo atrás referido , otro de los vehículos afectados por la explosión del carro bomba de fecha 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín, resultó ser uno de servicio público, el taxi chevrolet chevette, de placas TB 3675, modelo 1998, color amarillo, de propiedad de la señora Dora Ceballos, circunstancia ésta que fue acreditada a través de la certificación expedida en tal sentido por la Secretaría de Transportes y Tránsito de Medellín el día 4 de junio de 1990 (…) En total, se tiene por demostrado que el daño emergente sufrido por la actora, representado en los costos de la reparación de su vehículo de servicio público, ascienden a la suma de $2’318.718, cuya actualización a la fecha de la presente providencia.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 305

ATENTADO TERRORISTA / CARRO BOMBA / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / CARGA DE LA PRUEBA / VALORACIÓN DEL TESTIMONIO
De igual manera, la demandante Dora Ceballos solicitó, en el escrito de adición de la demanda, a título de lucro cesante, los ingresos dejados de percibir con el vehículo de servicio público de su propiedad (taxi chevrolet chevette, de placas TB 3675, modelo 1998), “a razón de $5.000 diarios, durante el tiempo en que el automotor estuvo en dicha empresa (Taller AUTOLARTE S.A.)” (fl. 114 cdno. 2°), comprendido entre el 4 de julio y el 14 de septiembre de 1990. Para la demostración del lucro cesante, se recepcionó el testimonio (…) La Sala considera que la prueba testimonial antes referida le brinda el convencimiento necesario sobre el quantum de la utilidad que dejó de percibir la actora durante el período por el cual el vehículo de su propiedad estuvo en reparación, pues, no solo se limita a señalar que un vehículo de servicio público, como el de la demandante, produce una suma diaria determinada, sino que una vez expuesta la razón de la ciencia de su dicho (experiencia en el sector transportador de servicio publico), distingue entre el ingreso promedio diario percibido por un conductor y el generado por un propietario de un automotor dedicado al transporte público de pasajeros. Por lo tanto, la suma a tener en cuenta por éste concepto, equivale a $8.000 diarios. (…) Encuentra la Sala, en conclusión, que en el proceso no están demostrados los ingresos de la víctima, por lo que el cálculo de los perjuicios materiales reclamados debe realizarse con base en el salario mínimo mensual legal vigente para la época de los hechos, esto es, el 24 de mayo de 1990, que se encontraba establecido en $41.025 , valor éste que actualizado a la fecha de esta sentencia con base en el índice de precios al consumidor, equivale a $359.416, suma que resulta inferior al salario mínimo mensual legal vigente que es de $381.500, por lo que se tomará éste último como base para el cálculo de la liquidación de perjuicios. Ahora bien, de acuerdo con el reconocimiento practicado por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Nor-Occidente-Medellín (fl. 258 cdno. ppal.), al señor Jairo León Calle se le dictaminó una “incapacidad definitiva de ciento ochenta (180) días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de la marcha. La merma de la capacidad laboral es del 8%” (ibidem). Por lo tanto, se liquidará este rubro del perjuicio material, en los siguientes términos: Una primera indemnización debida que comprenderá la totalidad de los ingresos dejados de percibir por el lesionado directo, una vez actualizados, durante el tiempo de incapacidad de 180 días, entre el 24 de mayo y el 24 de noviembre de 1990, es decir, 6 meses (…) Ahora bien, del salario mínimo mensual legal vigente que es de $381.500, se tomará el 8%, que es el porcentaje de la pérdida de la capacidad laboral del demandante, lo cual nos arroja una salario base de liquidación de $30.520. La indemnización a que tiene derecho el señor Calle comprende dos períodos: uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que concluyó la primera incapacidad, 24 de noviembre de 1990, hasta el presente, para un total de 179.23 meses, y el otro, futuro o anticipado, que corre desde la fecha de esta sentencia hasta el fin de la vida probable del lesionado , para un total de 54.89 meses (234.12 meses – 179.23 meses), de lo cual resulta:

ATENTADO TERRORISTA / CARRO BOMBA / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE - Derivado de la pérdida de la ayuda económica / PRESUNCIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA - Entre padres e hijos y entre cónyuges
En la demanda, también se solicitó lucro cesante derivado de la pérdida de la ayuda económica de la cual se vieron privados, tanto la señora Adriana Castrillón de Palacio y su hijo Andrés Felipe Palacio Castrillón, como la señora Sandra Castañeda y su hijo Samuel Alejandro Rendón, como consecuencia del deceso de su cónyuge y padre Libardo Palacio y Samuel Rendón, respectivamente, el día 24 de mayo de 1990. En lo relativo al daño material bajo esta modalidad, existe presunción legal de dependencia económica entre padres e hijos y entre cónyuges, como quiera que el Código Civil dispone que se deben alimentos a los cónyuges y a los descendientes (artículo 411 incisos 1º y 2°). (…) [S]e encuentra acreditado que Libardo Palacio y Samuel Rendón se dedicaban a una actividad lucrativa de la cual devengaban los ingresos ($192.000 y de $120.000, respectivamente) que destinaban a su propio sostenimiento y al de su familia, conformada cada una por su esposa y un único hijo, quienes dependían económicamente de aquéllos.
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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
Consejero ponente: GERMÁN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR
Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de noviembre de dos mil cinco (2005)
Radicación número: 05001-23-31-000-1992-00724-01(15054)S ACUMULADO 15361
Actor: JAIRO LEÓN CALLE y OTROS

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL
Referencia: INDEMNIZATORIO

Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo de Antioquia -Sección Segunda-, los días 30 de enero y 20 de marzo de 1998, dentro de los procesos radicados bajo los números 15054 y 15361, respectivamente, mediante las cuales se negaron las súplicas de la demanda y se condenó en costas a los actores. 

I. ANTECEDENTES

Los hechos materia de la presente litis dieron origen a dos procesos, que posteriormente fueron acumulados en esta instancia, por lo que se hará referencia a cada uno de ellos en los siguientes términos: 

1. La demanda (Exp. 15.054).

En escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Antioquia el día 22 de mayo de 1992 (fls. 92-160 cdno. ppal.), los señores Jairo León Calle, Mariela Osorio Henao, Ana María Calle Osorio y Tatiana San Martín, a través de apoderado, formularon demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el fin de obtener declaratoria de responsabilidad patrimonial de dicha entidad por “a) La pérdida de la integridad corporal, el surgimiento de traumas síquicos y desórdenes biológicos y la disminución de la capacidad laboral del (señor) JARIO LEON CALLE VELASQUEZ como consecuencia directa de las lesiones que sufrió al hacer explosión un carro-bomba detenido al lado de su vehículo en un retén organizado por miembros del Cuerpo Elite de la Policía Nacional el día 24 de mayo de 1.990 en inmediaciones del “Hotel Intercontinental” de la ciudad de Medellín; y b) Los daños sufridos por el automotor en que se desplazaba la víctima en el momento en que ocurrió la mencionada explosión” (fl. 93 ibidem – mayúsculas del texto original), y que se profieran las siguientes condenas:         

“2. CONDENESE a LA NACION (Policía Nacional) a indemnizar a los demandantes JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ, MARIELA DE JESUS OSORIO HENAO, ANA MARIA CALLE OSORIO y TATIANA SAN MARTÍN, estos perjuicios:

“2.1. Morales.

“2.1.1.Sufridos por JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ, MARIELA DE JESUS OSORIO HENAO, ANA MARIA CALLE OSORIO y TATIANA SAN MARTÍN.

“2.1.2. Causados por el dolor, la angustia, la congoja y la pena que sufren como consecuencia de las lesiones físicas, trastornos síquicos y desórdenes biológicos y fisiológicos de que ha sido víctima JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ.

“2.1.3. Estimados en dos mil (2.000) gramos de oro fino para cada demandante, o sea un total de ocho mil (8.000) gramos de oro fino, que al precio de hoy valen $58.400.000.00 (14.600.000.00) pesos para cada demandante, reconocimiento que se hará de acuerdo al precio del oro que certifique el Banco de la República a la fecha de presentación de la demanda y se actualizará seún (sic) la variación del índice nacional de precios al consumidor, suministrando por el DANE entre aquella y la de la ejecutoria de la sentencia (o lo que esté reconociendo la Jurisprudencia en el momento del fallo: por perjuicios y actualización).

“2.2. Materiales de Lucro Cesante.

“2.2.1. Sufridos por JAIRO LEÓN CALLE VELASQUEZ.

“2.2.2. Causados por la pérdida de su integridad corporal y la aparición de traumas síquicos y desórdenes biológicos y fisiológicos, factores que redujeron su capacidad laboral en un 70%, desde el día de su lesionamiento, el 24 de mayo de 1990, momento a partir del cual se deben indemnizar estos perjuicios (Artículo 1615, Código Civil).

“2.2.3. Estimados en un total de $115´353.651.00 ($19´582.563.00 por lucro cesante consolidado y $95´771.088.00 por lucro cesante futuro), suma que deberá actualizarse en la debida oportunidad procesal, con base en la variación porcentual de los índices nacionales de precios al consumidor para el nivel de ingresos altos, entre los meses de abril de 1.990 y el anterior al de ejecutoria de la sentencia respectiva, o el anterior a la fecha en que se ejecutoríe el auto que apruebe la liquidación, tal como lo dispone el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo.

“2.2.4. Subsidiariamente, en el evento de que no existan bases suficientes para hacer la liquidación matemática de este lucro cesante, el Tribunal, por razones de equidad, fijará su cuantía en la cantidad de cuatro mil gramos de oro fino, valorados en pesos según el precio que dicho metal tenga a la fecha de ejecutoria de la sentencia, dándole así aplicación a los artículos 4o. y 8o. de la ley 153 de 1.887 y 107 del. C. Penal.

“2.3. Materiales de Daño Emergente.

“2.3.1. Sufridos por JAIRO LEÓN CALLE VELÁSQUEZ.

“2.3.2. Causados por estos factores: a) Los gastos médicos y hospitalarios que se vió (sic) obligado a sufragar para el tratamiento de las lesiones sufridas a consecuencia de la explosión de que fue víctima; b) El costo de reposición del automotor, la camioneta Ford modelo 1977 placas LD 8476 en que viajaba al momento de la explosión, el cual resultó semidestruído (sic); y, c) Los gastos de transporte que se vió (sic) precisado a pagar para asistir a los tratamientos médicos.

“2.3.3. Estimados en un total de $12´218.817.oo (gastos médicos y hospitalarios: $2´257.817.oo; reposición del vehículo: $9´000.000.oo; transporte: $961.000.oo), suma que deberá actualizarse en la debida oportunidad procesal, con base en la variación porcentual de los índices nacionales de precios al consumidor para el nivel de ingresos altos, entre los meses de abril de 1.990 y el anterior al de ejecutoria de la sentencia respectiva, o el anterior a la fecha en que se ejecutoríe el auto que apruebe la liquidación, tal como lo dispone el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo.

“3. ORDENESE a LA NACION COLOMBIANA dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo, e imputar primero a intereses todo pago que se haga” (fls. 93-97 cdno. ppal. – mayúsculas del texto original).       

2. La demanda (Exp. 15.361).

Por intermedio de apoderado, los señores Gustavo Aristizábal y Piedad Echeverri, en nombre propio y en el de sus hijos Ana Carolina, Gustavo y Luis Fernando Aristizábal Echeverri, los señores Luis Alfredo Giraldo, Berta Piedrahita, Carlos Mario, Alfredo, Fernando y María Isabel Giraldo Piedrahita, la señora Adriana Castrillón de Palacio, en nombre propio y en el de su hijo Andrés Palacio, los señores Francisco José Palacio, Francisco Jairo, Jhon Sergio, Héctor Jaime, Luz Marina e Iván Darío Palacio Serna, los señores Alfonso García y Clara González, en nombre propio y en el de su hijo Mauricio García González, los señores Guillermo León, Juan Jairo, Álvaro Humberto, María Yolanda y Hayen Orlando García González, la señora Sandra Castañeda, en nombre propio y en el de su hijo Samuel Rendón, los señores Mario Rendón, Gabriela Jiménez, Jhon Mario y Giovani Rendón Jiménez y, la señora Dora Ceballos, presentaron demanda de reparación directa ante el Tribunal Administrativo de Antioquia el día 22 de mayo de 1992 (fls. 88 a 97 cdno. 2), con el fin de lograr la declaratoria de responsabilidad de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, por la muerte de los señores Mónica María Aristizábal, Liliana Giraldo, Liliana García, Libardo Palacio y Samuel Rendón y por las lesiones padecidas por la señora Dora Ceballos, ocurridas el día 24 de mayo de 1990, como consecuencia de la explosión de un carro-bomba sobre la vía a Las Palmas, en la ciudad de Medellín; así como de obtener las siguientes condenas: 

“2- Cóndenase (sic) a la Nación a pagar (entiéndase Policía Nacional) a todos y a cada uno de los demandantes el valor de todos los daños y perjuicios por ellos recibidos, tanto morales como materiales -daño emergente y lucro cesante-, según los elementos de la causa petendi y lo que se logre demostrar en el proceso, en pesos de valor constante, desde la fecha del hecho generador de los perjuicios, hasta la sentencia, y desde la fecha de ejecutoria de ésta, hasta el pago efectivo de los mismos, incluyendo en las indemnizaciones el valor de los interéses (sic) correspondientes (comerciales corrientes y de mora), según el art. 177 y concordantes del C.C.A. 

“3- Los perjuicios morales serál (sic) el valor de mil gramos de oro fino, con el equivalente en pesos, a la fecha de la ejecutoria de la sentencia, con corrección monetaria, para cada demandante. 

“4. A las demandantes Adriana Castrillón de Palacio y a su hijo Andrés Felipe Palacio Castrillón, lo mismo que a Sandra Castañeda Ibarra y a su hijo Samuel Alejandro Rendón Castañeda se les pagará el valor en pesos, de valor constante, de los perjuicios resultantes de la pérdida de la ayuda económica que sufrieron y sufrirán de sus esposos y padres Libardo Palacio Serna y Samuel Rendón Jiménez, en sus etapas de indemnización consolidada y futura.

“5. SUBSIDIARIAMENTE: si no aparecieren en el expediente, al momento del fallo, bases probatorias suficientes para determinar el valor de los perjuicios materiales, frente a los daños inferidos por equidad y en acatamiento al art. 107 del C. Penal, el Tribunal se servirá señalar como condena, en equivalente en pesos, a la fecha de la ejecutoria de la sentencia, así: por la muerte de Libardo Palacio Serna, mil gramos de oro para la viuda, mil para su hijo menor Andrés Felipe, mil para los padres del fallecido Francisco José Palacio Uribe, solamente por (la) muerte de su señora esposa, antes de los hechos generadores del perjuicio, y otros mil gramos de oro para repartir entre los hermanos del fallecido. Por la muerte de Samuel Rendón Jiménez se hará condena de igual valor y se aplicará la misma fórmula que en el caso inmediatamente anterior. Por la muerte de Mónica María Aristizábal Echeverri, Liliana Paulina Giraldo Piedrahita y Liliana Victoria García González, se condenará a mil gramos de oro, se rectifica: a cuatro mil gramos de oro, para repartir entre sus padres y hermanos, de a dos mil para cada uno de sus padres, y de a dos mil para sus hermanos. Y en lo tocante con Dora Ceballos Loaiza, mil gramos de oro.       

“6. La Nación - Policía Nacional, deberá dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los arts. 176, 177 y 178 del C.C.A” (fls. 89-90 cdno. 2° – mayúsculas del texto original).  

3. Los hechos (Exp. 15.054).

En la demanda, se narran los siguientes:

“1. El día 24 de mayo de 1.990, en horas de la tarde, el señor JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ salió de su finca de recreo, situada en el municipio de El Retiro (Ant.), a bordo (sic) de un vehículo de su propiedad, identificado con las placas LD-8476, con destino a su residencia, distinguida con el #29-121 de la calle 6A de la ciudad de Medellín (Ant.), para lo cual utilizó la llamada “Carretera a Las Palmas” .

“2. En la misma fecha, al frente de la bomba del Pandequeso, en el poblado (sic), en inmediaciones del “Hotel Intercontinental Medellín”, miembros del Cuerpo Elite tenían establecido un retén, y allí fué (sic) retenido el señor JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ, junto con otros automovilistas, para revisión de vehículos y documentos.    

“3. Los miembros del Cuerpo Elite de la Policía Nacional procedieron simultáneamente a la revisión del vehículo del señor CALLE VELASQUEZ y a la de otros automotores aparcados detrás del suyo, entre ellos presuntamente un automóvil marca “Renault”, clase 18, color rojo, en el que se encontraba una bomba de alto poder explosivo, posiblemente constituída (sic) por una carga de dinamita conectada a un mecanismo de ignición, la que hizo explosión cuando los agentes de la Policía procedieron a requisarlo.   

“4. La explosión comprometió a todos los vehículos y personas que se encontraban allí retenidas por parte de quienes hacían la requisa o sea, el Cuerpo Elite de la Policía Nacional.

“5. A pesar de la situación de guerra existente entre el Estado y los narcotraficantes; y la ola terrorista desatada por estos mismos contra la Policía Nacional “Cuerpo Elite”, específicamente las personas encargadas de la requisa en este caso, no espaciaron en forma adecuada y prudente a los vehículos y personas retenidas para no exponer a unos y otras a lo que ocurrió: la explosión de un carro bomba, que era la modalidad para la época, y que afectó a todos aquellos que por orden de la autoridad (Policía) se encontraban retenidos en el sitio.  

“6. El artefacto hizo explosión a eso de las 5:20 de la tarde del jueves 24 de mayo de 1990, causando la muerte a varias personas, heridas a muchos otros ciudadanos, entre ellos al señor JAIRO LEON CALLE VELASQUEZ, y la destrucción total o parcial de algunos automotores, entre los que figura la camioneta Luv-Furgón, marca “Ford” de placas LD-8476, de propiedad del mencionado Calle Velásquez y de su esposa Mariela de Jesús Osorio Henao.  

“7. Los hechos hasta aquí narrados constituyen una falta o falla en el servicio…” (fls. 97-99 cdno. ppal. – mayúsculas del texto original).                         

4. Los hechos (Exp. 15.361).

Se relatan, en la demanda, los siguientes:

“1o. El 24 de mayo de 1.990, a eso de las 5 y 25 de la tarde, en la llamada carretera de Las Palmas de Medellín, Cr. 25 X Cl 16, Barrio El Poblado, concretamente en frente del Hotel Intercontinental y también al frente de la entrada del Restaurante Hato Viejo, la Policía Nacional había instalado un puesto de control o retén móvil, con el fin de revisar los vehículos que bajaban, procedentes del oriente antioqueño. Dicho retén móvil fué (sic) colocado cerca de una curva de donde parte la transversal superior, justamente en donde existía y existe la edificación de un centro de atención inmediata -Cai- de la misma Policía.

“2o. Los encargados de dicha operación policial fueron los integrantes de una compañía de la Fuerza Elite de la Policía Nacional, especializado en lucha antiguerrillera, que en número de 12 y al mando de un oficial -teniente- y un suboficial, hacía un rato estaban dedicados a dicho cometido, ellos solos, sin la ayuda ni colaboración de ninguna otra policía especializada, como el tránsito municipal o el grupo antiexplosivos de la misma Policía Nacional -F-2- o del Ejército Nacional. Además, estaban recién llegados a Medellín.

“3o. Por entonces la ciudad de Medellín afrontaba una crísis (sic) de órden (sic) público, por el frecuente asesinato de policías y explosión de carro-bombas en algunos lugares. Las autoridades, en ese contexto, sabían o presumían que por esa vía se pensaba introducir uno de tales mortíferos artefactos, que creaban un riesgo excepcional, que, desde luego, los administrados no tenían obligación de compartir con las fuerzas del órden (sic) del Estado, sino que, por el contrario, éstas estaban en la obligación administrativa de protegerlos del mismo, por mandato de la Constitución, la ley y los mismos reglamentos de operación de la Policía Nacional y fuerzas del órden (sic) en general.

“4o. A la hora indicada los agentes habían hecho detener en ese lugar a numerosos vehículos -más de 7, 8 o más-, según una versión, y según otra, a un número mucho mayor. De todas maneras los carros impedidos de circular ya formaban una fila, con una mínima separación entre uno y otro vehículo -decímetros-; a los tripulantes y pasajeros que se hallaban más adelante se les había hecho descender, y los agentes revisaban los automotores sin, previamente y ante todo, impedir los movimientos de conductores y pasajeros, que era lo más lógico de acuerdo con las circunstancias. Y cuando ya habían revisado el segundo carro de la línea o fila de vehículos –una camioneta marca LUV, color verde, de placas ND-36-30, del Valle del Cauca, en la cual los Agentes habían descubierto la bomba, mientras trataban de desactivarla, según versión de la prensa, los 80 o 100 kilos que la conformaban, explotaron, porque la bomba fué (sic) activada a control remoto, según unos, otros porque su (sic) conductor del vehículo que la transportaba alcanzó a huir, activando de lejos el mecanismo correspondiente o bien, porque la dinamita estalló por acción de algunas personas que hubieran movido su mecanismo, instalado dentro del mismo carro, conciente o descuidadamente, o por imprudencia en su manejo.

“5o. Como consecuencia de tan dramática explosión, fallecieron, horriblemente destrozadas, Mónica María Aristizábal Echeverri, Liliana Paulina Giraldo Piedrahita, Liliana Victoria García González, hijas, unas, y otras hermanas, quienes esperaban que les dieran vía sentadas sobre el bomber (sic) o guardachoque delantero de la camioneta Luv que llevaba la dinamita, pues el automóvil Monza de color rojo que seguía hacia delante de aquélla y encabezaba la fila, de propiedad de Libardo Palacio Serna, inexplicablemente seguía detenido e impedido de continuar la marcha. Por su parte éste último, que conversaba con el oficial que dirigía la operación -fallecido en el acto- resultó lanzado a una cañada cercana, con un brazo amputado y múltiples heridas que le determinaron la muerte días después, como murió en el acto también Samuél (sic) Rendón Jiménez, quien con Palacio viajaban en el mismo Chévrolete (sic) Monza con Mónica María y las dos Lilianas.

“De otro lado, Dora Ceballos Loaiza, conductora de taxi, entraba en esos momentos manejando su carro -Chevette de palcas TV-3675, nuevo- a los antejardines del Hotel Intercontinental al al (sic) ocurrir el estallido, y sufrió daños en su oído izquierdo y graves daños externos e internos en su carro.

“6o. La explosión produjo igualmente otros muertos, entre la Policía y los particulares; daños e incendio de varios otros carros, fuera del Monza de Palacio que fué (sic) lanzado cerca de 30 metros carretera abajo y quedó con las llantas hacia arriba, o vuelta de campana, muy dañado pero muuy (sic) entero en su conjunto; daño en el pavimento -cráter de metro y medio o dos metros de largo por cerca de uno de fondo- y en el alcantarillado del lugar y líneas del fluido eléctrico; árboles cercanos destrozados, escombros y cerca del epicentro del estallido, se encontraron múltiples, muchas vainillas de balas de fusil Galil, de acuerdo con relato del periódico local El Mundo, dos días después del siniestro.

“7o. El puesto de control, al parecer, no fué (sic) (en) cumplimiento de una operación debidamente planeada, con inteligencia y con técnica, como las circunstancias excepcionales lo exigían, que obedeciera a un plan diseñado, especialmente, a proteger a los particulares y los mismos encargados de cumplirlo: fué (sic) ubicado en frente de edificios -hotel intercontinental y un estadero-, en vez de hacerlo en los inmediatos despoblados que ofrece el sector; se obligó a los conductores y demás ocupantes de los carros que circulaban, sobre todo de regreso a la ciudad -hora pico- a bajarse de ellos, cuando iban a revisarlos, demorándolos fuera de lo normal y de las circunstancias como fué (sic) el caso de los familiares de mis mandantes, en lugar de controlar inmediatamente a las personas para que no fuera alguna de ellas a accionar la bomba que esperaban, y aumentando el alto riesgo contra ellas en la forma como se procedió; se dispuso o se permitió que los mencionados vehículos quedaran en fila muy cerca el uno del otro, ya que si se hubiera efectuado mas bien un muestreo selectivo y rápido de los que fueran pasando, o si se les hubiera distanciado prudentemente entre sí, muy probablemente nada hubiera pasado; no se conformó debidamente el grupo policial, de forma que se hiciera acompañar de agentes del tránsito, conocedores no sólo de las normas de circulación sino del sistema de retenes o control y detención de vehículos -como en otras ocasiones es muy usual observar-, y sobre todo el grupo de agentes no contaba con el respaldo técnico de agentes del Estado expertos en explosivos -F-2 de la Policía Nal. y Ejército-, medida de elemental prudencia en el evento; según versiones, los agentes trataban de desactivar el carrobomba una vez descubierta la dinamita, cuando sobrevino la explosión, sin que se pueda asegurar que ésta se hubiera producido precisamente y en forma exclusiva por la mala manipulación del artefacto explosivo o que la maniobra, de haber existido, no tuvo nada que ver con la causa eficiente de la explosión; no existe versión precisa hasta ahora, pero los testigos más cercanos escucharon disparos de armas de fuego, ni se sabe tampoco las circunstancias en las cuales hubieran sido hechos, ni por qué o para qué.  

“8o. Todo lo dicho permite concluir que se presentó una falla del servicio en la ocurrencia del suceso dañoso, por acción o por omisión, falla gravísima, determinante total y exclusivamente del mismo, dejando tales hechos la nítida y amarga impresión de que el deber constitucional y humanitario de proteger a todas las personas residentes en el país, como móvil y fin último de la actividad estatal, estuvo muy lejos de la mente de los funcionarios que ordenaron la operación u hecho administrativo y de lo que la ejecutaron”  (fls. 90-92 cdno. ppal.).                                                

Mediante escrito de adición y corrección de la demanda, presentado ante el tribunal el 17 de septiembre de 1992 (fls. 113-115 cdno. 2°), se modificaron las pretensiones y los hechos en los siguientes términos:

“Aclaro y corrijo las peticiones así: 

“1a. La Nación Colombiana (Policía Nacional), es administrativamente responsable de todos los daños y perjuicios causados a los demandantes, por falla del servicio de policía; o en subsidio por daño especial; o, en subsidio, por riesgo excepcional, o, en subsidio, por la figura de responsabilidad administrativa que los señores Magistrados encuentren más ajustada o subsumida en los hechos de la demanda, y que resulten probados en el proceso.

“Por el principio Iura Novit Curia y otros principios generales, se declarará dicha responsabilidad con base en la especie que los señores Magistrados elijan, dentro de las varias que la jurisprudencia del Consejo de Estado suele emplear en estos casos.

“Dicha responsabilidad es imputable a la Nación (Policía Nacional), por la trágica muerte de Mónica María Aristizábal Echeverri, Liliana Paulina Giraldo Piedrahita, Liliana Victoria García González, Libardo Palacio Serna y Samuel Rendón, así como por los perjuicios recibidos, en su personalidad y en su patrimonio, por Dora Ceballos Loaiza, por la explosión de un carrobomba, en el curso de una operación policial efectuada en Medellín por la Policía Nacional, sobre la carretera a Las Palmas, concretamente en la Cra 25 al cruce de la Calle 16 el día 24 de mayo de 1.990, a eso de las cinco y veinticinco de la tarde, y en las demás circunstancias de lugar, tiempo y modo contenidas en la demanda.

“5a. Subsidiariamente corrijo o aclaro el numeral 5o. de la demanda, peticiones subsidiarias, en el sentido de que, por perjuicios morales, y en los casos de Mónica María Aristizábal Echeverri, Liliana Paulina Giraldo Piedrahita y Liliana Victoria García González, se condene a pagar a la Nación, en cada uno de ellos, el equivalente a a (sic) cuatro mil gramos de oro fino, para repartir entre los padres y hermanos, de la siguiente manera: de a mil gramos para cada uno de los padres, y los dos mil gramos restantes, para repartir, por iguales partes, entre los hermanos.

“Todo lo demás queda como aparece en el numeral 5o. de dichas peticiones de la demanda, incluidos los mil gramos de oro fino que como perjuicios morales se pide para Dora Ceballos Loaiza.

“Aclaro y corrijo los hechos de la demanda así:    

“5o. Se dijo en este hecho que la onda explosiva había amputado un brazo a Libardo Palacio Serna. Según la historia clínica que se acompaña como prueba, no fué (sic) así, ya que según esta, la víctima no sufrió pérdida de ningún órgano o miembro. El resto de este numeral queda tal y conforme fué (sic) relacionado en la demanda.

“15. Como hecho nuevo del libelo de la demanda se incluye ahora este, como sigue: Perjuicios materiales de Dora Ceballos Loaiza: daño emergente: sufrió ella en su patrimonio, como tales, el valor económicos de materiales y de mano de obra que tuvo que sufragar para reparación de múltiples daños en latas y piezas de su Chévrolete (sic) Chevette, de servicio público de placas TB-3675, según pagos hechos a la empresa Autolarte S.A. de esta ciudad, por la suma de pesos 2.318.718, conforme a documentos que se acompañan a la presente corrección de demanda. Perjuicios materiales, lucro cesante: en este rubro se tendrán en cuenta los valores que dejó de percibir la actora, como producidos líquidos de su taxi, de último modelo para la época de los hechos, a razón de $5.000 diarios, durante el tiempo que el automotor estuvo en reparaciones en dicha empresa, del mes 4, día 7 de 1.990, al día 14 del mes 9 de ése año 1.990” (fls. 113-114 ibidem).         

5. Contestación de la demanda (Exp. 15.054).

La Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional (fl. 167 cdno. ppal.), por intermedio de apoderado, se opuso a las pretensiones, por considerar que la entidad no es responsable patrimonialmente por los hechos materia del proceso.

6. Contestación de la demanda (Exp. 15.061).

La Nación – Ministerio de Defensa (fls. 110-112 cdno. 2°), a través de apoderado, se opuso a las pretensiones y formuló la excepción de “Inepta demanda”, toda vez que la demanda carece de precisión y claridad, particularmente en el acápite de pretensiones, al solicitar, de manera subsidiaria, la tasación en gramos oro de los perjuicios materiales, con fundamento en el artículo 107 del Código Penal, en caso que no existan bases probatorias suficientes para su liquidación. También planteó la excepción de “No estimación razonada de la cuantía”, como quiera que se limitó en la demanda a fijar la cuantía en la suma de $29.300.000, pero sin sustento alguno.

7. La sentencia apelada (Exp. 15.054).

El A-quo, a través de sentencia del 30 de enero de 1998 (fls. 347-356 cdno. ppal.), desestimó las pretensiones de la demanda.

El tribunal de primera instancia excluyó de cualquier responsabilidad a la Nación-Ministerio de Defensa a título de falla del servicio, bajo los siguientes argumentos:

“Tratándose de un procedimiento lícito que practicaba autoridad competente con las precauciones que las circunstancias hacían aconsejable dado que no había certeza de la presencia de tales artefactos ni de terroristas en el sector, permite afirmar que de parte de los integrantes del cuerpo élite de la Policía Nacional hubo la actividad preventiva que para estos casos podía y debía desplegar como fue el control del acceso a la ciudad, medida que a la postre resultó inefectiva por el factor sorpresa utilizado por los terroristas que hizo imposible, dentro de una apreciación razonablemente objetiva y dentro de lo humano y estratégicamente posible, emitir un juicio adverso o de reproche a los organismos de seguridad” (fl. 354 cdno. ppal.)       

Y con respecto al régimen del daño especial, concluyó que “se trata entonces de una responsabilidad objetiva pero no consagrada en términos absolutos, que en este caso concreto no tiene su fuente en una acción del Estado en ejercicio de sus competencias, sino que la explosión fue consecuencia natural y directa de la acción de un tercero que al accionar un mecanismo de la carga de dinamita se produjo la explosión, sorprendiendo a los agentes y a los transeúntes…” (fl. 355 ibidem).  
8. La sentencia recurrida (Exp. 15.061).

Mediante decisión de fecha 20 de marzo de 1998 (fls. 532-554 cdno. 2°), el tribunal negó las súplicas de la demanda.

Manifestó que, tanto la inepta demanda como la falta de estimación razonada de cuantía, no resultan constitutivas de excepción de mérito, puesto que la primera, es un aspecto concerniente al asunto de fondo y, la segunda, una causal para recurrir el auto admisorio de la demanda.  

Descartó la responsabilidad de la administración derivada de la falla del servicio, porque:

“…al no existir medio probatorio que permita deducir que efectivamente el retén se instaló con el propósito de evitar el ingreso a la ciudad de elementos explosivos, de lo cual las autoridades estaban informadas, resulta entonces que el operativo adelantado ese 24 de mayo de 1990, era uno mas de los que de rutina se realizaban en la ciudad de Medellín por aquella época, sin que pueda evidenciarse negligencia, descuido u omisión en la forma como se llevó a cabo y que lleve a predicar que se presentó una deficiencia o falla por parte de la policía en la forma como se efectuó el mismo” (fl. 543 cdno. 2°)   

Con fundamento en el daño especial, también excluyó de responsabilidad a la entidad demandada por este título de imputación, por no existir elementos probatorios que permitieran evidenciar que, el ataque terrorista tenía como objetivo la fuerza pública que adelantaba el retén.

9. La apelación (Exp. 15.054).

La parte actora (fls. 358-370 cdno. ppal.), al impugnar el fallo de primera instancia, manifestó su inconformidad por considerar que, según la jurisprudencia de la Corporación vigente en materia de actividades terroristas y las pruebas obrantes en el expediente, están demostrados los elementos de responsabilidad que permiten condenar a la administración por los trágicos hechos ocurridos en la ciudad de Medellín el 24 de mayo de 1990.
Por estas razones, solicitó revocar la providencia apelada y en su lugar, acceder a las súplicas de la demanda.

10. El recurso de alzada (Exp. 15.361).

La parte demandante (fls. 557-570 cdno. 2°) apeló la decisión de instancia, por considerar que de acuerdo con el material probatorio recaudado en el expediente, está acreditado que el atentado estaba dirigido en contra los policiales que adelantaban el retén.

Agregó, que “si las autoridades policivas, sí andaban en búsqueda de un carro bomba que iba a ingresar a ciudad por esa vía, en las condiciones de tiempo, lugar y método en que se llevó a cabo el operativo, no nos encontraríamos en presencia de la teoría del daño especial, sino más grave aun, en una situación de RIESGO EXCEPCIONAL, al efectuar el retén en las circunstancias en que se hizo…” (fl. 560 cdno. 2° - mayúsculas del texto original).     

11. Alegatos de conclusión (Exp. 15.054).
11.1. La entidad demandada (fls. 462-463 cdno. ppal.), pidió mantener en todas sus partes la providencia recurrida, porque en el plenario no obra prueba de una falla del servicio imputable a la administración, “pues la institución cumplía con su labor preventiva requisando vehículos en dicho sector de la ciudad de Medellín sin que pudiera preverse la presencia de un vehículo con explosivos, y en todo caso los uniformados tomaron todas las medidas pertinentes que la situación de hecho ameritaba, pero como bien lo anota el Tribunal de Antioquia, los delincuentes sorprendieron a la fuerza pública, actuando en forma oculta” (fl. 262 ibidem). 

11.2. La Procuraduría Sexta Delegada ante el Consejo de Estado (fls. 473-484 cdno. ppal.), solicitó confirmar la sentencia apelada, al conceptuar que, según jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado, sólo se puede predicar responsabilidad de la administración, cuando el atentado terrorista está dirigido contra sus funcionarios o sus instalaciones y, en el presente caso, tales circunstancias no se configuraron, “por cuanto no se encontró prueba en el plenario que acredite que el atentado fue dirigido contra algún funcionario o entidad en concreto, sino que se produjo en medio de una fila de carros particulares en los que viajaba personal civil, por lo cual tampoco se puede predicar la responsabilidad patrimonial del Estado por los perjuicios reclamados por los demandantes” (fls. 483-484 ibidem).     

11.3. La parte actora se abstuvo de intervenir en esta oportunidad procesal.

12. Alegatos de conclusión (Exp. 15.361).  

12.1. La Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional (fls. 579-580 cdno. 2°), al solicitar la confirmación la providencia recurrida, manifestó su conformidad con las consideraciones expuestas por el A Quo, en el sentido que el retén no tenía por finalidad la detección de explosivos, por lo que su ubicación y realización se llevó a cabo dentro de los parámetros normales, sin que se generara un riesgo innecesario y anormal para los administrados.     

12.2. La Procuraduría Quinta Delegada ante el Consejo de Estado (fls. 590-601 cdno. 2°), al rendir concepto ante esta Sección, pidió revocar la sentencia apelada y, por consiguiente, declarar la responsabilidad patrimonial del Estado bajo la tesis del daño especial, por encontrar demostrado que “el acto terrorista con el cual se causó daño a los demandantes, fue un atentado dirigido en contra de una institución del Estado, concretamente de la Policía Nacional, la cual constituía un objetivo para la delincuencia con la cual se enfrentaba el Estado en esa época”. (fl. 598 ibidem).  

12.3. La parte actora guardó silencio en esta etapa procesal.

13. Acumulación de procesos.

Mediante providencia de fecha 20 de agosto de 2004 (fls. 291-292 cdno. ppal.), se decretó la acumulación de los procesos 15.054 y 15.361.  

14. Impedimento.

La Dra. Ruth Stella Correa manifestó su impedimento para tramitar los procesos acumulados, por haber conocido uno de ellos en instancia anterior (fl. 295 cdno. ppal.), el cual fue aceptado en Sala de fecha 13 de julio del año en curso (fl. 298 ibidem).  

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

I. La Responsabilidad Patrimonial del Estado por actos terroristas.

De acuerdo con la demanda y las pruebas que obran en el expediente, se solicita la declaratoria de responsabilidad estatal y la reparación de los perjuicios sufridos por los demandantes, como consecuencia de un acto terrorista perpetrado el día 24 de mayo de 1990, en la vía Las Palmas frente al Hotel Intercontinental de la ciudad de Medellín. Por lo tanto, considera la Sala necesario referirse al tratamiento que la jurisprudencia le ha dado a este fenómeno, entre otras, a través de la sentencia del 14 de julio de 2004, exp. 14.592, en la cual se expuso lo siguiente: 

“El Consejo de Estado ha considerado tradicionalmente, con fundamento en algunos de los regímenes de responsabilidad desarrollados con anterioridad a la vigencia de la Constitución Política de 1991, que, en determinados eventos, la administración puede resultar responsable del perjuicio sufrido por los ciudadanos como consecuencia de atentados terroristas.

“En efecto, si bien ha sido reiterada la jurisprudencia extranjera, y fundamentalmente la francesa y la española
, en el sentido de expresar que el Estado no asume responsabilidad patrimonial alguna por este tipo de actos -incluidos dentro de las denominadas operaciones de guerra-, esta Sala se ha apartado de aquéllas, al considerar que, dadas las circunstancias en que los mismos se producen, podrían resultar imputables a una acción u omisión de la administración, que bien puede consistir en una falla del servicio, o en la exposición de algunas personas a un riesgo excepcional, creado en cumplimiento del deber constitucional y legal del Estado de proteger a la comunidad en general.

“Salvo en los eventos en que el atentado es realizado directamente por agentes estatales, en los que la falla del servicio constituye, evidentemente, el fundamento de la responsabilidad de la entidad pública respectiva, esta postura corresponde a la adoptada en todos aquellos casos en los que pretende explicarse la atribución de responsabilidad al Estado por el hecho causado directamente por un tercero, por lo cual resulta pertinente tener en cuenta algunos antecedentes referidos a éstos últimos, al margen de que no se trate en todos ellos de actos susceptibles de ser calificados como terroristas.

“Así, por ejemplo, en fallo del 22 de julio de 1996, en el que se decidió sobre la responsabilidad estatal respecto de la muerte de un inspector de policía, que fue asesinado en una zona del país afectada por la violencia, se expresó lo siguiente:

“...la víctima envió numerosos oficios a las distintas autoridades gubernamentales, de seguridad y militares, para informar de la constante alteración del orden público en su jurisdicción y de las amenazas contra su vida y su familia.

“(...)

“Por el contrario, ninguna acción positiva tomaron las autoridades requeridas por el aludido funcionario. Las amenazas contra su vida, ocasionadas precisamente por el cumplimiento de sus obligaciones públicas, no fueron suficientes frente a la indolencia de la administración.  El Inspector de  Policía continuó seriamente amenazado pero cumpliendo con sus obligaciones, hasta que en ejercicio de las mismas resultó asesinado, sin contar en ningún momento con la custodia, apoyo o vigilancia que las circunstancias específicas exigían y que en numerosas oportunidades suplicara.

“No cabe en tales condiciones el predicamento de la demandada sobre la imposibilidad de colocarle un vigilante a cada persona, cuando quien reclama un servicio especial de vigilancia está individual y concretamente amenazado de muerte...”.
 (Se subraya).

“Concluyó el Consejo, en esta oportunidad, que existía un deber especial, en cabeza del Estado, de proteger al mencionado inspector de policía, deber que surgió cuando sus particulares circunstancias de peligro se hicieron evidentes, a raíz de las amenazas recibidas, y fueron informadas a las autoridades competentes.  Sin duda, entonces, el incumplimiento de este deber permitió la acción de los antisociales.

“En providencia del 12 de noviembre de 1993, decidió la Sala sobre los perjuicios materiales causados al propietario de un bus, que se encontraba afiliado a una empresa transportadora, al ser incendiado, el 14 de julio de 1989, por miembros del E.L.N. que protestaban por el alza en el transporte entre Bucaramanga y Piedecuesta. Declaró, también, en esta oportunidad, la responsabilidad de la Nación, con fundamento en lo siguiente:

“El acervo probatorio recaudado no le permite a la Sala establecer con certeza que la empresa... hubiera solicitado una protección especial a la policía... Pero esta sola circunstancia no exonera de responsabilidad a la demandada, puesto que esa institución está al tanto de que en esa región el alza del transporte genera reacciones violentas de parte de subversivos en contra de los vehículos con los cuales se presta ese servicio público.  A esta conclusión se llega con base en el contenido del oficio... del comandante del Departamento de Policía de Santander al Tribunal..., en el que se lee:

“...me permito informarle que... con motivo del alza del transporte en ese tiempo, se previeron servicios policiales con el fin de brindar seguridad y protección a las empresas transportadoras, como fueron el incremento de patrullajes por las diferentes vías de la ciudad, refuerzo de personal en los terminales y la realización de retenes...”.

“Para la Sala, no es necesario que la empresa transportadora hubiera solicitado protección especial de sus vehículos..., porque la demandada sabía los desórdenes que esa alza podía provocar.  Ahora bien, esas medidas no se pueden limitar a unos simples patrullajes, sino que deben procurar un resultado eficaz para evitar que se presente el acto terrorista.

“(...)

“En el fondo, estos particulares al prestar el servicio público de transporte, están... constituyéndose en colaboradores del Estado, dado que los servicios públicos, en principio, deben ser prestados directamente por el Estado, pero hay ocasiones en que éste no puede prestarlos, entonces lo prestan los particulares pero en su condición de colaboradores de aquel y por ello necesitan una especial protección.  Si el Estado admite que el particular intervenga como colaborador, éste es digno de que se le preste una especial protección, más aún, cuando se presentan circunstancias notorias de seguridad, de constreñimiento para la no prestación del servicio como ocurre en épocas de paro cívico, o protestas por alzas den las tarifas...”.
 (Se subraya).

“También en esta ocasión, encontró la Sala responsable a la Nación, por haber faltado a un deber de protección especial, en relación con empresas de transporte público. Se advierte, sin embargo que, en este caso, se consideró que tal deber existía, a pesar de que no se hubiera solicitado protección por las personas afectadas; se demostró que las autoridades tenían conocimiento previo de su situación de peligro, por lo cual, en opinión de la Corporación, debieron actuar espontáneamente, desarrollando acciones eficaces para evitar que se causara daño. Y dado que las medidas adoptadas no se consideraron suficientes, se declaró la responsabilidad de la entidad demandada. 

“De otra parte, en sentencia del 29 de abril de 1994, en un caso relativo a los perjuicios sufridos por una persona como consecuencia de la explosión de un carro-bomba que era manipulado por la guerrilla cerca de un cuartel militar, se dijo:

“La actividad de la fuerza pública y la ubicación de sus instalaciones era legítima y en beneficio de la comunidad, pero, como por razón de ellas el actor sufrió un daño que desborda y excede los límites que normalmente están obligados a soportar los administrados, la indemnización de los perjuicios correrá a cargo del Estado...”.

“En sentido similar, en sentencia del 23 de septiembre de 1994, por la cual se decidió un caso en el que se solicitaba la indemnización de los perjuicios sufridos por los demandantes como consecuencia de la muerte de una persona, ocurrida en el atentado dinamitero realizado contra el General Miguel Maza Márquez, el 30 de mayo de 1989, se expresó:

“...si en ese enfrentamiento propiciado por los terroristas, contra la organización estatal, son sacrificados ciudadanos inocentes, y se vivencia que el OBJETO DIRECTO de la agresión fue UN ESTABLECIMIENTO MILITAR DEL GOBIERNO, UN CENTRO DE COMUNICACIONES, al servicio del mismo, o un personaje representativo de la cúpula administrativa, etc., se impone concluir que en medio de la lucha por el poder se ha sacrificado a un inocente, y, por lo mismo, los damnificados no tienen por qué soportar solos el daño causado...”. 

“Sin duda, el planteamiento de la Sala encuentra sustento, en estos dos últimos fallos, en una razón distinta del incumplimiento de un deber por parte del Estado. Se reconoce en éstos la legitimidad y legalidad de su actuación, pero se considera que, en cumplimiento de sus funciones, ha puesto en situación especial de riesgo a una o varias personas en particular, por lo cual su sacrificio se torna excepcional y da lugar al surgimiento de la responsabilidad. 

“En otras ocasiones, sin embargo, la Sala ha considerado que, dadas las circunstancias en que se presentan los hechos, la administración no está obligada a responder.  Así, en fallo del 25 de octubre de 1991, por el cual se decidió sobre los perjuicios causados por el estallido de un artefacto explosivo abandonado, expresó:

“...la falla del servicio no puede predicarse de un Estado ideal.  Para hablar de ella hay que tener en cuenta la realidad misma del país, el desarrollo, la amplitud y la cobertura de los servicios públicos.  En otras palabras, la infraestructura de los mismos.

“Por eso es fácil pensar que no puede tener la misma extensión la tesis en un país desarrollado que en uno como el nuestro que apenas está en vía de desarrollo.

“(...)

“En el plano ideal el Estado debería responder por toda muerte acaecida en el territorio nacional (él tiene el deber de proteger su vida); siempre que muriera una persona por falla de asistencia médica; por los niños que se quedan sin escuela y entran a la mendicidad....

“Tan en el plano ideal se sitúa la parte demandante, que la falla del servicio ni siquiera la hace consistir en el hecho de que algún miembro de las fuerzas armadas hubiera dejado el artefacto explosivo abandonado, sino en el hecho, puro y simple, de que unos particulares no tenían por qué tener en su poder esa granada ya que ésta era del uso privativo de la autoridad militar.

“Tan cierta es esta afirmación que el recurrente... anota: No fue entonces a una falla del servicio dibujable materialmente “a la cual aludimos en la sentencia.  Fue a esa otra, a la general, ideal, que penetra dentro del amplio estadio o espectro de la función estatal, de sus obligaciones constitucionales y legales, plasmadas en el artículo 16 de la Carta Magna...

“La cita precedente permite entender por qué el asunto no se halla enfocado en la forma tradicional analizada en muchos fallos, en los cuales se estudia la responsabilidad del Estado por el abandono de artefactos explosivos por parte de las fuerzas armadas, y se decide con base en la tesis tradicional de la falla del servicio concreta y por un hecho fácilmente identificable: que en el lugar estuvo el ejército o la policía haciendo prácticas y abandonó el lugar sin limpiar previamente el terreno de artefactos explosivos que quedaron sin estallar...”.

“En un proceso referido a una situación similar, resuelto recientemente, se expresó: 
“Ha sido reiterada la tesis de la Sala según la cual, en los eventos en que el daño es producido por las cosas o actividades peligrosas (armas de dotación oficial, vehículos automotores, conducción de energía eléctrica, etc.) cuya guarda corresponde a las entidades estatales, el régimen aplicable es de carácter objetivo, dado que el fundamento de la responsabilidad se encuentra en el riesgo grave y anormal al cual son expuestos los administrados, en desarrollo de una actividad lícita. En tales eventos, entonces, basta la causación de un daño que constituya la concreción del riesgo creado, para que aquél resulte imputable al Estado”. 

“En relación con los daños antijurídicos causados con armas, municiones de guerra y explosivos de dotación oficial en ejercicio del servicio público, la Sala ha considerado lo siguiente:

“...la introducción, fabricación, porte y uso de armas por parte de la administración, si bien se encuentra establecida constitucional y legalmente en beneficio de la comunidad, lo que hace legítimo el monopolio de la fuerza por parte del Estado moderno, genera sin lugar a dudas una situación de riesgo de naturaleza excepcional para los administrados, porque dada su particular peligrosidad, excede notoriamente las cargas que normalmente han de soportar como contrapartida de los beneficios que emanan de la prestación del servicio prestado por la fuerza pública, en los términos de los arts. 217, 218 y 223 de la Carta Política
.

“En razón de "ese peligro presunto, ese riesgo mediato inherente a la posesión de instrumentos idóneos para poner en peligro la vida e integridad de los particulares, el patrimonio o la pacífica y normal convivencia de la comunidad"
, la mayoría de los países, entre ellos el nuestro, consideran el porte de armas como una actividad de riesgo que debe ser controlada estrictamente por el Estado, y penalizan la tenencia de armas que no esté autorizada por la autoridad competente.”
  

“Ahora bien, para que sea procedente imputarle al Estado, con fundamento en el régimen objetivo, un daño antijurídico causado con armas, municiones, explosivos u otros elementos de dotación oficial que, por su estructura misma o por su puesta en funcionamiento, representen un peligro para la comunidad, debe demostrarse que su guarda estaba a cargo del Estado.  Cuando dichos elementos, en cambio, se encuentran en poder de los particulares, debe demostrarse en qué circunstancias se produjo la pérdida, por parte de aquél, de la custodia o el poder de control y dirección sobre los mismos, con el fin de establecer si faltó en el cumplimiento de sus deberes de cuidado en relación con ellos.  En este último evento, el fundamento de la responsabilidad se encontrará en la falla del servicio”.
 (Se subraya).

“En sentencia del 25 de marzo de 1993, relativa al caso de los perjuicios sufridos por algunas personas como consecuencia del incendio y la destrucción de un bus de su propiedad, en las instalaciones de la Universidad de Antioquia, manifestó la Sala:

“...efectivamente le cabe razón al Tribunal cuando concluye que no se dio  falla en el servicio generadora de responsabilidad atribuible a los entes demandados.  Ciertamente fue el propio Gerente de la Empresa de Transportes Castilla S.A. quien por escrito dio a entender que no había solicitado protección policiva para los vehículos de la empresa, ni en especial para el vehículo perteneciente a los demandantes, por cuando la prestación de dicho servicio la piden “cuando se tiene conocimiento de que van a existir problemas de orden público”.

“Por su parte, el Capitán de Bomberos informa que al enterarse del hecho, inmediatamente despachó dos máquinas para atender la emergencia, pero encontró con (sic) las puertas cerradas y fue repelido grosera y violentamente por quienes se hallaban dentro de los predios universitarios atizando el incendio del bus.  Tal situación los hizo replegarse...

De otra parte, está demostrado que la Policía llegó con posterioridad a la iniciación del incendio, que su acceso fue obstaculizado con objetos peligrosos, pero que, en todo caso, compareció y pretendió establecer la normalidad para que los bomberos cumplieran su labor extintora, ya demorada por los subversivos...”.

“Y en un caso similar, ocurrido en el mismo lugar, manifestó:

“2. No está demostrado... que para dicha época existieran circunstancias que hubiesen ameritado que las autoridades policiales tomaran especiales medidas para la protección de los vehículos de transporte público, en el sitio donde ocurrieron los hechos..., razón por la cual no puede entonces concluirse que las entidades demandadas incurrieron en falla del servicio por omisión. 

“3. En relación con los actos terroristas contra vehículos de servicio público, la Sala ha señalado que solamente en estados especiales de agitación, en los cuales dichos actos son normalmente previsibles, las autoridades tienen la obligación de tomar medidas especiales de protección sobre dichos vehículos; y su omisión, en tales casos, puede constituir falla del servicio que comprometa la responsabilidad de la administración.  Pero cuando no se presenten dichas circunstancias especiales, no puede imponerse a las autoridades la obligación de escoltar cada vehículo de servicio público, pues ellas carecen de medios y de personal para tal efecto; y menos deducirse falla en el servicio por omisión cada vez que ocurran actos terroristas en tales circunstancias...”.
 (Se subraya).

“Por otra parte, en pronunciamiento del 28 de abril de 1994, por el cual se decidió sobre la responsabilidad por los perjuicios sufridos por un transeúnte, como consecuencia del atentado terrorista cometido contra el periódico Vanguardia Liberal, el 16 de octubre de 1989, en la ciudad de Bucaramanga, expresó la Sala:

“..., no es posible concluir que HUBO FALLA DEL SERVICIO, por parte de la administración, pues... siguiendo las enseñanzas del profesor Jean Rivero, ella debe examinarse a la luz del nivel medio que se espera del servicio, “...viable según su misión y según las circunstancias...”...

“(...)

“A la luz de la filosofía jurídica que se deja expuesta, se impone concluir que la Nación... no es responsable de la realización de ninguna conducta antijurídica, ora por acción, ora por omisión.  No por lo primero, porque la fuerza pública... no participó en los hechos.  No lo segundo, porque los directores del periódico... no  habían demandado de la autoridad policiva una especial protección... El demandante fue, pues, una víctima más de las conductas antijurídicas realizadas por las fuerzas del desorden, que han sembrado los caminos y valles de la patria de víctimas inocentes.  Sin que sea posible predicar que el Estado sea responsable por no tener al pie de cada colombiano un agente del orden, que cuide de su vida o de sus bienes....”.
 (Se subraya).

“Consideraciones como las que acaban de citarse fueron hechas, igualmente, al negar las pretensiones de las demandas formuladas contra la Nación, en relación con los daños sufridos por algunas personas, como consecuencia de la explosión de carros-bomba, el 12 de mayo de 1990, en un centro comercial del Distrito Capital
, y en la denominada “Calle de los Grilles” de la ciudad de Cali.
  Y de la misma manera, en sentencia del 10 de agosto de 2000, por la cual se decidió sobre la responsabilidad del Estado por los daños sufridos por varias personas como consecuencia de la explosión de una bomba, el 3 de mayo de 1990, instalada en un automóvil que se encontraba estacionado en un parqueadero en la ciudad de Cali, se consideró que aquélla no podía declararse.  En efecto, se expresó:

“...no obra en el proceso prueba alguna de que dicho atentado hubiera ocurrido en circunstancias que permitan considerar que, a pesar de haber sido causado por personas ajenas a la administración, ésta deba asumir responsabilidad por los daños ocasionados como consecuencia del mismo.  En efecto, ninguno de los testigos hace referencia a la existencia de amenazas contra personas residentes en la zona, o establecimientos ubicados en la misma, en época anterior a la ocurrencia de la explosión.  Tampoco resulta demostrado este hecho con fundamento en otras pruebas practicadas dentro del proceso.  Adicionalmente, no hay evidencia de que la bomba hubiera tenido por objeto atentar contra una persona o un establecimiento en particular, que debiera ser protegido por la Policía Nacional de manera especial, o contra inmuebles donde tuvieran sede dependencias u organismos del Estado, que pudieran ser considerados objetivos militares por parte de la subversión o de otros grupos al margen de la ley, de manera que su sola existencia pudiera poner en situación especial de riesgo a los habitantes del sector.

“Por el contrario, de las pruebas practicadas se desprende con claridad que se trató de un atentado terrorista dirigido indiscriminadamente contra habitantes de la ciudad de Cali, cuyo objetivo no era la afectación de personas o establecimientos específicos, sino la alteración del orden público.

“Lo anterior es reconocido por el apoderado de la parte demandante, quien, por esa razón, acude, en apoyo de sus pretensiones, al deber general de protección que tiene el Estado en relación con la vida y bienes de los ciudadanos, fundado en que un hecho como el ocurrido no podía ser considerado imprevisible en ningún lugar de la ciudad de Cali, e incluso del país entero, dada la grave situación de violencia en que éste se encontraba sumido.

“Para la Sala es claro, sin embargo, que en estas condiciones, no se puede concluir que el daño sufrido por los demandantes sea imputable a la Nación, dado que éste fue causado por un tercero, cuyo hecho es extraño a la acción u omisión de aquélla, salvo que pretendiera obligársela a lo imposible, desconociendo una realidad que, sin duda, genera circunstancias insuperables, no sólo para países que, como el nuestro, tienen grandes limitaciones de orden presupuestal, sino para cualquier otro país del mundo.

“En efecto, como lo ha precisado la Corporación en otros pronunciamientos, los atentados terroristas dirigidos indiscriminadamente contra la población resultan imprevisibles para las autoridades públicas, a menos que se produzcan amenazas previas que permitan adoptar oportunamente medidas de protección.  No existe, entonces, en estos casos, una omisión del Estado que pueda constituirse en causa del hecho, por no haber impedido la acción de la delincuencia.  Tampoco se presenta un riesgo concreto y excepcional que afecte a un grupo específico de ciudadanos, creado por la misma administración en cumplimiento de sus funciones”.

“Del análisis de las providencias transcritas, resulta claro que es necesario el estudio de las circunstancias en que ocurren los hechos, en cada caso concreto, para establecer si el Estado es responsable del daño sufrido por los demandantes. Adicionalmente, es claro para la Sala que reflexiones similares a las expuestas en tales providencias, con base en los regímenes antes referidos, esto es, falla del servicio y riesgo excepcional, permiten obtener, con fundamento en el artículo 90 de la Constitución Política vigente, conclusiones parecidas, en la medida en que, antes, como ahora, el punto central de la discusión se sitúa en uno de los elementos fundamentales de la responsabilidad, la imputabilidad del daño.

“En efecto, con base en el análisis de los casos antes citados, se concluye que el Estado sólo fue condenado en aquéllos en que no se pudo establecer la existencia del hecho de un tercero, como causal de exoneración de responsabilidad, dado que el mismo no resultaba ajeno a la acción u omisión del Estado.  Y para ello, la Sala debió precisar, en cada caso, cual era el alcance de su deber de vigilancia y protección.  Es ésta la razón por la cual se acudió, en algunos eventos, al concepto de relatividad de la falla del servicio, que más precisamente alude a la relatividad de las obligaciones del Estado y, por lo tanto, permite determinar, en cada situación particular, si el daño causado resulta o no imputable a la acción u omisión de sus agentes.  En otros eventos, como se vio, la imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones, como cuando, por ejemplo, el atentado se produce contra un típico objetivo militar de la subversión, a la luz del Derecho Internacional Humanitario, en el marco de la guerra interna” (Se subraya).
II.
Hechos probados.


Con fundamento en el criterio bajo el cual por lealtad procesal no pueden las partes aceptar que una prueba haga parte del acervo probatorio y en caso de que la misma le resulte desfavorable, invocar las formalidades legales para su admisión
, esta Sección ha expresado que en los eventos en que el traslado de pruebas practicadas dentro de otro proceso sea solicitado por ambas partes, dichas pruebas, remitidas en copias auténticas
, pueden ser tenidas en cuenta en el proceso contencioso administrativo. En estas condiciones, en el presente proceso se valorarán las pruebas que obran dentro de la investigación preliminar de carácter penal con radicado No. 2105 “CARROBOMBA LAS PALMAS”, adelantada, primero, por los Jueces de Orden Público de Medellín y, posteriormente, por la Fiscalía General de la Nación, a través de la Dirección Regional de Fiscalías de Antioquia (fls. 1-201 cdno. 1° y fls. 239-457 cdno. 2°).

1. Está acreditado en el expediente que el día jueves 24 de mayo de 1990, en horas de la tarde, hizo explosión un carro bomba, en la vía Las Palmas frente al Hotel Intercontinental de la ciudad de Medellín. Los Jefes del grupo anti-explosivos y de la SIJIN de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en el informe elaborado a solicitud del a quo (fls. 171-175 cdno. ppal.), refirieron lo sucedido, en los siguientes términos:

“…me permito informar a ese despacho los atentados terroristas hechos con carros bombas perpetrados contra miembros de las Fuerzas Militares, Policía Nacional y la Población Civil en el área metropolitana, durante los años 1.989, 1990, 1.991 y 1.992 así:  

“(…)

“ATENTADOS EXPLOSIÓN CARROBOMBAS 1.990

“MAYO 24 DE 1990.- En la vía las Palmas frente al Hotel INTERCONTINENTAL, hizo explosión un carrobomba de 100 kilos de dinamita amoniacal, camufladas (sic) en el vehículo Chevrolet Luv, color verde de placas MD-2630 el cual fue dirijido (sic) contra una patrulla del Cuerpo Elite de la Policía Nacional que efectuaba reten y control en ese sector; el atentado dejó las siguientes víctimas:

“SS. POTOSY (sic) POTOSY LUIS ANTONIO 

“02 Personas N.N. Civiles.

“VEHÍCULOS AFECTADOS 

“Chevrolet Sprint color blanco de placas MD-1607, Renault-18 de color blanco HI-8438, Buseta colectivo de placas TIC-956, Monza color rojo de placas AR-7876, Camioneta Ford color azul placas LD-8476, Taxi Dodge servicio público de placas TI-4055, monza color beig (sic) de placas MIB-327, Camión Ford de propiedad de la Ponal siglas 01249, Chevette de placas TB-3675; Renault-18 taxi de placas TI-580, Dodge taxi de placas EK-5888, zuzuki (sic) color azul de placas KC-1525, también causó daños materiales al Hotel Intercontinental por un valor aproximado de $200’000.000,oo doscientos millones de pesos” (fl. 172 ibidem – mayúsculas y subrayas del texto original y negrillas fuera del texto). 

Igualmente resulta ilustrativo acerca de las circunstancias de modo que rodearon el atentado terrorista del 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín, el testimonio rendido por el señor Francisco Botero (fls. 220-223 cdno. 2°) ante el A Quo, vecino de lugar donde ocurrieron los hechos, en los siguientes términos:

“Yo vivía en la Cl. 16 No. 28-195, casa de mi propiedad, que colinda hacía (sic) el oriente o sea hacía (sic) arriba con el Hotel Intercontinental al frente pero un poquito diagonal se encuentra el Restaurante Hato Viejo y enseguida del Hato Viejo hacía (sic) abajo, la casa de una familia Londoño, si la memoria no me es muyinfiel (sic) en el mes de Mayo, como el 20 o 25 mas o menos, pusieron un retén de la Policía a todo el frente del Hotel y sobre el costado, donde está Hato Viejo, en procura de hacer requisas en busca de unas bombas, que se suponían traían de oriente y me parece que dijeron con destino a un centro comercial, no recuerdo cual. Allí, frente al Hotel la carretera subiendo voltea a mano izquierda y hacía (sic) la derecha está la transversal superior, donde coinciden habían construido un CAI, con los correspondientes policías, pero ese día desde horas muy tempranas habían puesto a una distancia hacía (sic) abajo y sobre el costado de la Hostería y al pie donde estaba el teléfono público, pararon una patrulla que se dedicó a requisar vehículos…estábamos en el occidente de la casa, es decir al lado contrario del Hotel, estándo (sic) allí hubo una explosión muy fuerte, yo me corrí un poco a mirar hacía (sic) el hotel y ví una candelada, e inmediatamente se convirtió, en una bola de humo negro, entonces le dije al hijo mío, le grité, Jorge tumbaron el Hotel, cayeron muchas cosas a mi alrededor pedazos metálicos, cuando en ese momento llegó el perro mío y se arrimó con un pedazo de carne muy grande en la boca, y el hijo mío se la iba a quitar y le dije que no, porque en la casa, en la grama, en los techos y en las terrazas quedaron numerosas partes de cuerpo humano, encontramos dos piernas y una mano, un tacón de mujer, unas chequeras de Banco Popular quemadas, varios papeles, eso lo vimos ahí pero lo dejamos hasta cuando subió el cuerpo de bomberos y recogiendo todas las cosas, incluso recuerdo que el cordón metálico del teléfono público donde estaba Jorge parado cayó al frente de la entrada a la casa, mi casa queda honda del sitio donde fué (sic) la explosión, me quebraron en mi casa todos los vidrios, un techo que había medio lo desajustaron, las tejas del lado hacía (sic) el hotel como es un techo muy pendiente, se cayeron todas, totalemte (sic), por lo cual tuve que conseguir un rollo de plástico que me lo llevó un señlr (sic) amigo de los hijos míos que tienen fábrica de cocinas integrales, para poder tapar el techo, las ventanas, las puertas, recuerdo que cuando huo (sic) la explosión paró un muchacho al frente de mi casa y era conocido de Jorge, él no paró en el retén porque iba de afán, y le tocó la explosión a los 30 metros…” (fls. 220-221 cdno. 2° - subrayas fuera del texto).                

En los mismos términos, relató el anterior episodio en la declaración que recaudó el tribunal al señor Manuel Salvador Sánchez (fls. 224-226 cdno. 2°).

2. También se desprende con claridad que, como acertadamente lo conceptuó la Procuradora Quinta Delegada ante esta Corporación para efectos de solicitar la prosperidad de las pretensiones de la demanda (fls. 590-601 cdno. 2°), en el asunto bajo estudio no se trató de un atentado terrorista dirigido indiscriminadamente contra habitantes de la ciudad de Medellín, cuyo objetivo fuera la alteración del orden público en el sector de Las Palmas de dicha ciudad, sino la afectación de personas o establecimientos específicos de carácter militar o policivo, como eran los miembros de la fuerza pública, pertenecientes al Grupo Elite de la Policía Nacional, encargados de instalar y ejecutar un puesto de control sobre la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín la tarde del jueves 24 de mayo de 1990, según las siguientes pruebas de carácter documental:

El propio día de los hechos, el Jefe del Grupo Anti-explosivos del Departamento de Policía Metropolitana del Valle de Aburrá (fl. 234 cdno. 2°) informó sobre el particular, en los siguientes términos:

 “…el día de hoy a eso de las 17:20 horas, en la vía las palmas frente al Hotel Intercontinental, a unos doscientos metros del CAI, hizo explosión un carro bomba, de las siguientes características, CHEVROLET LUV, color verde marfil, modelo 87, de placas ND-36-30 motor No. 93.3086, serie KS646106, hurtado en Medellín, en la calle 32E con la cra. 76 el 230490, denuncia formulada por JESÚS ALBERTO GÓMEZ JARAMILLO, residente en la calle 46 No.76-3 teléfono 496638, es de anotar que al momento de la explosión no fueron encontradas las placas del vehículo, el cual se identificó posteriormente por el No. del motor y la serie. El vehículo activado al parecer a control remoto con aproximadamente 100 kilos de dinamita, fue dirijido (sic) contra una patrulla de la PONAL, del Grupo Elite, que efectuaba un retén en ese sector con 1-1-12 unidades. Al hacer explosión el carro bomba, produjo la muerte del SS. de la Policía POTOSI LUIS ANTONIO, y dos NN-s civiles de sexo masculino en el lugar de los hechos. También produjo daños materiales a los siguientes vehículos, Chevrolet Esprin (sic) color blanco de placas MD1607, RENAULT 18 Blanco de Placas LH8438, Buseta tipo selectivo de placas TC956, MONZA ROJO DE PLACAS AR7876, CAMIONETA FORD COLOR AZUL TIPO PICKUP DE PLACAS LD8476, TAXI DE SERVICIO PÚBLICO MARCA DODGE DE PLACAS TI4055, CHEVROLET MONZA COLOR BEIGE DE PLACAS MI8327, CAMIÓN FORD DE LA PONAL DE SIGLAS 01249, CHEVROLET CHEVETTE DE PLACAS TB3675, RENAULT 18 TAXI DE PLACAS TI5890, DODGE DAR (sic) TAXI PLACA EK5888, SUZUKI COLOR AZUL DE PLACAS KC1525. También produjo daños en los materiales de extructura (sic) del Hotel Intercontinental, todo por un valor aproximado de 200.000.000.oo millones de pesos. La onda explosiva dejó en el lugar de los hechos un cráter de aproximadamente dos metros de diámetro por un metro de profundidad” (ibidem – mayúsculas del texto original y subrayas y negrillas fuera del texto).     

3. Con fundamento en el anterior informe, en la misma fecha de los trágicos acontecimientos, el Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, Brigadier General Humberto Camero, emitió el siguiente comunicado de prensa (fl. 187 cdno. 2°):

“El Comando de la Policía Metropolitana lamenta informar a la ciudadanía en general, que hoy hacia las 5:20 de la tarde se perpetró otro ataque contra una compañía del Cuerpo Elite que presta sus servicios en el Valle del (sic) Aburrá.

“Este hecho se registró en la vía a Las Palmas al oriente de la ciudad de Medellín, en el momento en que la compañía realizaba un puesto de control a la altura del CAI localizado a pocos metros del Hotel Intercontinental. El grupo estaba conformado por Un Oficial, un Suboficial y 12 Agentes; y fue objeto de la acción criminal con un vehículo Chevrolet Luv 2000 de color verde con placas ND3630 del Departamento del Valle del Cauca.

“Como resultado de este aleve ataque a miembros de la Policía Nacional, se registra la muerte del Teniente EDGAR SANTANA CALDERÓN, del Sargento Segundo MIGUEL ANTONIO POTOSI y del Agente NELSON VILLACORTE TORO, así como las lesiones de once Agentes más.

“En esta misma acción terrorista, se registra, igualmente la muerte de por lo menos dos (2) personas civiles, quienes fallecieron en el lugar de los hechos, y doce (12) personas lesionadas que fueron llevadas a diferentes centros asistenciales de la ciudad” (ibidem – mayúsculas del texto original y subrayas fuera del texto).     

4. En el mismo sentido, la Policía Nacional reportó como novedad (fl. 186 cdno. 2°), que varios agentes de policía resultaron muertos y heridos en la ciudad de Medellín, como consecuencia de la explosión de un carro bomba dirigido en su contra, en los siguientes hechos:

“EXPLOSIÓN CARRO BOMBA CONTRA PUESTO DE CONTROL POLICIAL

“Sector E. Poblado día 240590 a las 01:00 horas la Estación Cien tuvo conocimiento que a eso de las 17:24 horas, en CR 25 x CL 16, frente al restaurante Hato Viejo, momentos en que se efectuaba un puesto de control por parte del Grupo Elite, hizo explosión un carro bomba, Chevrolet Luv color verde de placa ND-3630, el cual había sido hurtado el día 230490 con una carga de 100 kilos de dinamita aproximadamente, en donde resultaron muertos: SS. POTOZZI (sic) MIGUEL ANTONIO, 31 años, casado, CC # 12.967.295 de Pasto Nariño, PL 04229, adscrito al Grupo Elite, presenta fracturas y quemaduras en diferentes partes del cuerpo, al mismo lugar ingresó a la Policlínica donde posteriormente falleció el TE. SANTANA CALDERÓN EDGAR, 26 años, soltero, CC # 15.986.259 de Neiva Huila, adscrito al Grupo Elite, sin mas datos personales, presenta quemaduras de 2° y 3° grado en diferentes partes del cuerpo, procedente de la misma parte ingresó al Hospital General donde posteriormente falleció el AG. VILLACORTE TORO NELSON DANIEL, 21 años, soltero, CC # 5.306.260 de Nariño, PL. 63118, sin más datos personales, presenta fracturas y heridas producidas por esquierlas (sic) en diferentes partes del cuerpo;…Resultaron heridos los Agentes: AG. URBANO ERAZO, CC # 5.306.312 del Espinal Tolima, 21 años, soltero, PL. 63159, presenta trauma en músculo derecho y laceraciones en diferentes partes del cuerpo, AG. TIRSO ELÍAS ROMERO OSORIO, CC # 16.359.609 de Tulúa Valle, PL. 69811, 26 años, casado, hijo de Tirso y Rubiela, presenta heridas en diferentes partes del cuerpo ocasionadas con esquirlas, AG. PEDRO NEL LESMES PARRA, CC # 17.411.317 de Meta, PL. 78088, hijo de Pedro y Ana, presenta heridas con esquirlas en pierna derecha, AG. RIASCOS DÍAZ GERMAN ALBERTO, CC # 12.999.291 de Pasto, PL. 59202, 20 años, soltero, hijo de Edgar y Eneida, presenta perforaciones en el tímpano lado derecho, AG. ROJAS UZMA NELSON, CC # 6.465.182 de Sevilla, PL. 63105, 24 años, soltero, hijo de German y Ana, presenta heridas en diferentes partes del cuerpo, AG. RAMÍREZ SÁNCHEZ EDGAR, CC # 16.366.551 de Tulúa Valle, 22 años, soltero, hijo de Luis y Martha, presenta múltiples heridas en diferentes partes del cuerpo, AG. RINCÓN CHARRY JORGE ABRAHAM, CC # 16.285.228 de Floridad (sic) Valle, PL. 63661, 23 años, soltero, hijo de Luis y Adelaida, presenta heridas en pierna, muslo lado derecho y perforaciones en tímpano lado derecho…” (ibidem – mayúsculas del texto original y subrayas fuera del texto).     

5. En similares términos se refirió el Director del DAS Antioquia Oscar Fredy Paredes, al relacionar los atentados terroristas perpetrados durante 1989 y 1990 en la ciudad de Medellín, a través del Oficio No. 0148/DAS.ANT.SI del 30 de junio de 1993 (fls. 251-253 cdno. ppal.): 

“MAYO 24 DE 1990 - Vía las Palmas frente al HOTEL INTERCONTINENTAL, hizo explosión carrobomba de 100 kilos de dinamita, camuflada en el vehículo CHEVROLET LUV color verde placas MD-2630, el cual fué (sic) dirigido contra una patrulla del Cuerpo Elite de la Policía Nacional. 

“VÍCTIMAS

“Soldado  POTOSI LUIS ANTONIO 

“Dos civiles N.N.

“VEHÍCULOS AFECTADOS 

“-Chevrolet Sprint blanco placas MD-1607 

“-Renault-18 blanco placas IH-8438 

“-Buseta colectivo de placas TIC-956 

“-Monza color rojo placas AR-7876

“-Camioneta Ford color azul placas LD-8476

“-Taxi Dodge placas TI-4055

“-Monza color beige placas MIB-327

“-Camión Ford propiedad de la Policía 

“-Chevette placas TB-3675

“-Renault 18 taxi placas TI-5890

“-Dodge taxi de placas EK-5888

“-Susuki (sic) color azul placas KC-1525” (fl. 252 ibidem – mayúsculas y subrayas del texto original y negrillas fuera del texto).
6. También obra en el investigativo penal de carácter preliminar No. 2105, el Oficio No. 357/INF.SIJIN de fecha 9 de julio de 1992 (fls. 442-446 cdno. 2°), a través del cual el Jefe de la Sección de Información de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en respuesta a la solicitud elevada por el Jefe de la Unidad Investigativa de Orden Público en Oficio No. 3597 del día 6 del mismo mes y año, consideró que, el teniente Edgar Santana, “asesinado en esta ciudad el 24 05 90 (como consecuencia del atentado terrorista), fue ultimado en la etapa conocida como la mal llamada Guerra Total dirigida por el Cartel de Medellín en contra del Estado, en rechazo a las políticas gubernamentales encaminadas a la lucha contra el narcotráfico: orientando su ación (sic) en el ataque a Jueces, Políticos, periodistas y miembros de la Policía Nacional que los hubieran perseguido o atentado contra su organización. Etapa ésta que se desarrolló en dos fases: la primera entre el mes de marzo y octubre de 1.990 y una segunda desarrollada entre el 25 01 91 y el 30 01 91”. Agregó que “este aspecto fue reivindicado en varias ocasiones por el grupo denominado LOS EXTRADITABLES, organización del Cartel de Medellín, los cuales a lo largo de esta época hicieron circular comunicados enviados a la opinión pública, en los cuales sustentaban su lucha”; y, “que es de conocimiento de las autoridades tanto nacionales como del exterior, que esta organización dedicada al tráfico de estupefacientes, ha estado dirigida al parecer por el sujeto PABLO EMILIO ESCOBAR GAVIRIA…” (fls. 206-207 ibidem – subrayas fuera del texto). 

Concluyó el Oficio que, del Cartel de Medellín, tenebrosa organización del narcotráfico liderada por Pablo Escobar, estaban bajo sus órdenes individuos de alta peligrosidad (y de ingrata recordación para el país), tales como Jairo Velásquez Vásquez alias “POPEYE”, Jairo Arias Tascón alias “PININA” y los hermanos Daniel y Dandeny Muñoz Mosquera alias “TAYSON” y “LA QUICA”, respectivamente, quienes eran los encargados, entre otras funciones al margen de la ley, de planear y ejecutar atentados y homicidios en contra de agentes y patrullas de policía en la ciudad de Medellín.

7. Ahora bien, en la diligencia de levantamiento de cadáveres, adelantada por el Juez 75 de Instrucción Criminal Permanente el día de los acontecimientos -24 de mayo de 1990- (fls. 253vto.-255 cdno. 2°), en la cual se identificó, entre otros cadáveres, los correspondientes al Sargento Antonio Potosí, al Teniente Edgar Santana y a las víctimas Liliana Victoria García y Mónica María Aristizábal y, la destrucción, entre otros vehículos, de la “camioneta Ford azul y blanco modelo 1.979, de placas LD-8476, y de propiedad de JAIRO CALLE” (fl. 234vto. cdno. 2°), algunos uniformados pertenecientes al Cuerpo Elite de la Policía, dieron la siguiente versión de los hechos: “un piquete de agentes de ese cuerpo especializado había montado un retén móvil en la carretera a las Palmas ala (sic) altura del Hotel Intercontinental y a eso de las cinco y veinte de la tarde notaron la presencia de una camioneta al parecer Chevrolet Luv de color azul en la que se desplazaban dos individuos y la obligaron a detenerse y cuando se acercaron a verificar que llevaba en el volco (sic) al parecer el conductor de la misma en un acta (sic) suicida detonó una carga de dinamita muriendo en el acto y causando las muertes y heridas sobre todo a numerosas personas que se desplazaban en vehículos por ese sector…” (fl. 234vto. ibidem).   

8. El vehículo utilizado para perpetrar el atentado terrorista del 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín, presentaba las siguientes características: Camioneta chevrolet luv, modelo 1987, color verde y marfil, de placas LD-3630; el vehículo le fue hurtado el día anterior al atentado, al médico veterinario Jesús Alberto Gómez Jaramillo; y, era de propiedad de Laboratorios SQIBB. Lo anterior, se desprende de la versión libre y espontánea que rindió el señor Gómez ante el Grupo de Inteligencia SIJIN de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá (fls. 141-145 cdno. 2°). 

9. Una vez transcurrido más de un año de iniciada la investigación previa, sin que se lograra la individualización del (los) presunto (s) infractor (es) por el atentado terrorista del 24 de mayo de 1990, la Fiscalía General de la Nación, a través de la Regional Medellín, mediante proveído del 23 de mayo de 1994 (fls. 454-455 cdno. 2°), ordenó la suspensión de la misma.     

10. En el atentado, entre otros, resultó lesionado el señor Jairo León Calle. En relación con este hecho, obran en el proceso las siguientes pruebas:

10.1. Certificación expedida el 4 de febrero de 1991 por el médico ortopedista Álvaro Villa Vélez, de la Clínica de Fracturas de Medellín (fl. 23 cdno. ppal.), en la cual consta que “el señor JAIRO CALLE VELÁSQUEZ, sufrió accidente con bomba terrorista el 24 de mayo de 1990, presentando fractura abierta grado III de tibia derecha, múltiples exquirlas (sic) en pierna izquierda y tobillo derecho, Hemotimpano traumático. Requirió cirugía de urgencia, consistente en lavado, desbridamiento e inmovilización, con pines y yeso. El 14 de sepbre/90, se practica reducción y Osteosíntesis con placa e injerto autólogo, por retardo de consolidación. El 21 de sepbre/90, se practica Apendicectomía” (ibidem).

10.2. En la diligencia de reconocimiento de documentos realizada el 2 de diciembre de 1993 ante el tribunal de instancia, el médico ortopedista Jorge Uribe Pardo (fls. 271-272 cdno. ppal.), declaró que el señor Jairo Calle “consultó en mayo del noventa, por una fractura de tibia grado 3 C, que corresponde a una fractura abierta, conminuta, con lesiones de tejidos de piel, músculos y vasos; se le practicó un lavado y desbridamiento y se colocó un inmovilizador externo, pienso que fue en la pierna izquierda, no estoy muy seguro. A los dos meses se los retiramos porque no lo toleró y le colocamos un yeso; posteriormente, no había pegado el hueso y a los cuatro meses aproximadamente colocamos una ostesíntesis con placa y con injerto óseo, le colocamos unas platinas y le sacamos hueso de la pelvis para colocar allá y así lo tuvimos dos años, haciéndole fisioterapia para recuperarle el tobillo, porque la pierna sufrió quemaduras de tercer grado y a los dos años todavía no nos había pegado el hueso, entonces quitamos las placas, por sugerencia de un staf (sic) de la clínica de fracturas, donde lo presentamos y donde se decidió que si él quería cirugía, se le debía colocar una varilla intramedular y que de todas maneras se le diera la posibilidad de amputación; esa varilla la pusimos y nos pidió que le bregáramos a alargar la pierna, yo no recuerdo la fecha de esa cirugía, pero eso fue como a los dos años y ya llevaba cuatro centímetros y medio de acortamiento de la pierna y logramos alargarle en dos centímetros. Nosotros entonces le pusimos la varilla y lo dejamos con más injerto óseo y lo dejamos en reposo y a los dos meses de revisión encontramos que había partido la varilla, eso es de un acero inoxidable. La varilla se parte porque los huesos no pegaron, entonces hace palanca. De todas maneras no había pegado completamente pero tenía unos puntos de consolidación y le permitimos apoyo parcial con muletas” (ibidem). En el mismo sentido declaró, el también médico ortopedista, Álvaro José Villa Vélez (fls. 273-274 ibidem). 

10.3. En el dictamen realizado por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Nor-Occidente-Medellín (fl. 258 cdno. ppal.), “fue reconocido JAIRO LEON CALLE VELÁSQUEZ, quien tuvo heridas por estallido de artefacto explosivo tipo carrobomba, fractura abierta conminuta de tibia izquierda y acortamiento del miembro inferior izquierdo de 4 cms de longitud. Se ratifica la incapacidad definitiva de ciento ochenta (180) días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de la marcha. La merma de la capacidad laboral es del 8%” (ibidem – mayúsculas del texto original).

11. También la señora Dora Ceballos sufrió daños, tanto en su integridad física como en un vehículo de su propiedad, según los siguientes medios probatorios:

11.1. El resumen de la historia clínica, suscrito por el médico cirujano Juan Diego Botero (fl. 76 cdno. 2°), refirió que la paciente Dora Ceballos “de 35 años quien consultó el 25 de Mayo de 1990, luego de ser víctima de un CARRO BOMBA que estalló en el Hotel Intercontinental el día anterior.

“La paciente dice sentir Hipoacusia Oído Izquierdo y sensación de “Oido tapado”. Oía todo de lejos y sentía la cabeza como un “tarro”, al examen físico se encontró en el Oído Izquierdo cinco (5) perforaciones de Membrana Timpánica, signos evidentes de sangrado en el conducto auditivo y edema de la piel del conducto auditivo externo. Se ordenó tratamiento médico local y audiometría tonal, la cual muestra una pérdida conductiva de veinticinco (25) decibeles; el resto del examen físico era normal.

“La paciente fue evaluada una semana después, encontrándose con idéntica sintomatología y las perforaciones timpánicas de idéntico tamaño, por lo cual se ordenó TIMPANOPLASTIA OIDO IZQUIERDO, la cual se realizó el 31 de Mayo del mismo año con un post-operatorio satisfactorio” (ibidem - mayúsculas del texto original).       

11.2. La Jefe del Departamento de Inspecciones de la Secretaría de Transportes y Tránsito de Medellín, certificó el día 4 de junio de 1990 que “En acto terrorista registrado el día 24 de mayo del presente año en la vía a las Palmas cerca al Hotel Intercontinental, por explosión de un Carro-bomba, resultó afectado el vehículo de placas TB-36-75, MARCA CHEVETTE, COLOR AMARILLO, MODELO 88, DE PROPIEDAD DE LA señora DORA CEBALLOS L., identificada con C.C. No. 32.489.880…” (fl. 85 cdno. 2° - mayúsculas del texto original). 

12. Así mismo, en los trágicos hechos ocurridos el 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín, fallecieron las siguientes personas, según se deduce de los respectivos certificados de registro civil de defunción: 

12.1. Mónica María Aristizábal, quien falleció a causa de “SHOCK TRAUMATICO HERIDAS MÚLTIPLES EXPLOSION CARROBOMBA” (fl. 9 cdno. 2°);

12.2. Liliana Giraldo, por “CHOQUE TRAUMATICO HERIDAS MÚLTIPLES EXPLOSION DE CARROBOMBA” (fl. 21 cdno. 2°);

12.3. Liliana García pereció por “CHOQUE TRAUMATICO MÚLTIPLES HERIDAS EXPLOSION CARRO BOMBA” (fl. 65 cdno. 2°);

12.4. Samuel Rendón murió como consecuencia de “CHOQUE TRAUMATICO HERIDAS MÚLTIPLES CON FRAGMENTOS METÁLICOS ONDA EXPLOSIVA” (fl. 104 cdno. 2°);

12.5. Libardo Palacio, a causa de “SHOCK SEPTICO QUEMADURAS DE SUPERFICIE CORPORAL POR EXPLOSION” (fl. 34 cdno. 2°).

13. Para el día 24 de mayo de 1990, las señoritas Aristizábal, Giraldo y García, alumnas de último semestre de la facultad de Tecnología en Administración Turística en el Colegio Mayor de Antioquia, realizaban sus prácticas en la Hostería Llano Grande, mientras que los señores Rendón y Palacio, laboraban allí en los cargos de Jefe de Alimentos y Bebidas y Gerente, respectivamente, cuando fueron víctimas del atentado terrorista al momento de ingresar a la ciudad de Medellín provenientes de dicho establecimiento, quienes se desplazaban en un vehículo chevrolet monza, color rojo, de placas AR-7876, de propiedad del señor Palacio. Todos los ocupantes del vehículo fallecieron inmediatamente, salvo éste último, quien falleció el día 31 del mismo mes y año.

Tales hechos resultan debidamente acreditados a través de, entre otras pruebas, las certificaciones rendidas por la Hostería Llano Grande y el Colegio Mayor de Antioquia a instancia del A Quo (fls. 125 y 237-238 cdno. 2°) y, el acta de levantamiento del cadáver de Libardo de Jesús Palacio (fls. 327vto.-328 ibidem), practicada por la Inspección de Permanencia No. 4 de Medellín, dentro de la investigación penal adelantada.

Así mismo, a través de los testimonios recepcionados por el tribunal a los señores Alberto De Ossa, José Hernán Cano, Darío Álvarez y Luis Eduardo Maya (fls. 261-269 cdno. ppal.), resulta evidenciado que el día 24 de mayo de 1990, aproximadamente a las 5:30 p.m., el señor Jairo León Calle entraba a la ciudad de Medellín por la avenida Las Palmas, proveniente de su finca ubicada en el municipio El Retiro - Antioquia, en su camioneta, marca ford, modelo 1.977, de placas LD-8476, cuando fue víctima de un atentado terrorista al momento de permanecer detenido en un retén móvil instalado por la Policía Nacional sobre dicha avenida. Y, que en dicho atentado, también resultó afectada la demandante Dora Ceballos, de ocupación taxista, al momento de ingresar al Hotel Intercontinental a dejar un pasajero de origen francés, en su vehículo chevrolet chevette de placas TB-36-75, color amarillo, modelo 88 (fls. 296vto. – 298 cdno. 2°).

14. El parentesco que unía a las víctimas con cada una de sus familias, resulta evidenciado de la siguiente manera:

14.1. Grupo familiar de Jairo León Calle: 

Fruto de la pareja compuesta por los señores Jairo León Calle (lesionado) y Mariela de Jesús Osorio (demandante) y unida en matrimonio católico efectuado en la Parroquia de Nuestra Señora del Perpetuo Socorro del municipio de Medellín el día 13 de octubre de 1955, nació Ana María Calle Osorio. Lo anterior, de acuerdo con los respectivos certificados originales de registro civil de matrimonio y de nacimiento, a folios 8 y 9 del cuaderno principal del expediente.

14.2. Grupo familiar de Mónica María Aristizábal: 

Los señores Gustavo Aristizábal y Piedad del Socorro Echeverri (demandantes) contrajeron nupcias el 17 de septiembre de 1968 en la Parroquia de San Francisco de Paula de Medellín, quienes procrearon a Ana Carolina, Gustavo Andrés, Luis Fernando (demandantes) y Mónica María Aristizábal Echeverri (la víctima), según consta en los respectivos certificados de registro civil de matrimonio y de nacimiento (fls. 4-8 cdno. 2°).  

14.3. Grupo familiar de Liliana Giraldo: 

De la pareja conformada por los señores Luis Alfredo Giraldo y Berta Piedrahita (demandantes), nacieron sus hijos Carlos Mario, Alfredo Enrique, Fernando, María Isabel (demandantes) y Liliana Paulina Giraldo Piedrahita (la víctima) (fls.16-20 cdno. 2°).  

14.4. Grupo familiar de Libardo Palacio: 

Los señores Francisco José Palacio (demandante) y Miriam Serna (fallecida) se casaron en la parroquia municipal de Andes – Antioquia el 30 de abril de 1956. De ésta unión, nacieron Libardo de Jesús (la víctima), Francisco Jairo, John Sergio, Héctor Jaime, Iván Darío y Luz Marina Palacio Serna. Así mismo, Libardo de Jesús Palacio (la víctima) y Beatriz Castrillón (demandante) se unieron en matrimonio celebrado el 30 de abril de 1988 en la ciudad de Medellín, quienes procrearon a su hijo Andrés Felipe Palacio Castrillón.

Las anteriores relaciones de parentesco se infieren, de los respectivos certificados de registros civiles de matrimonio y de nacimiento, obrantes a folios 30, 33, 35 y 38 a 43 del cuaderno 2 del expediente.

14.5. Grupo familiar de Samuel Rendón: 

De la pareja integrada por los señores Mario de Jesús Rendón y María Gabriela Fernández (demandantes), a través de matrimonio católico contraído en la Parroquia Santa Ana del municipio de Fredonia – Antioquia el día 27 de diciembre de 1956, nacieron Samuel Antonio (la víctima), John Mario y Giovanny Hely Rendón Jiménez (demandantes), según consta en los respectivos certificados originales de registro civil de matrimonio y de nacimiento a folios 54 a 57 del cuaderno 2 del expediente. 

Así mismo, los señores Samuel Rendón Jiménez (la víctima) y Sandra Castañeda Ibarra (demandante) se casaron en la Parroquia Nuestra Señora del Carmen de la ciudad de Cúcuta el día 28 de abril de 1982 (fl. 49 cdno. 2°), quienes procrearon a Samuel Alejandro Rendón Castañeda (fl. 50 ibidem). 

14.6. Grupo familiar de Liliana García: 

Los señores Luis Alfonso García y Clara Inés González (demandantes) contrajeron nupcias el 1° de enero de 1954 en el municipio de Marinilla - Antioquia, de cuya unión procrearon a Liliana Victoria (la víctima), Mauricio, Guillermo León, Juan Jairo, Álvaro Humberto, María Yolanda y Hayen Orlando García González (demandantes), según consta en los respectivos certificados de registro civil de matrimonio y de nacimiento (fls. 63-64 y 66-71cdno. 2°).  

15. Los testimonios rendidos ante el tribunal de instancia por los señores Álvaro López (fls. 207-208 cdno. 2°), Amina Frankugen (fls. 209-211 ibidem), Diego Arenas (fls. 211-212 ib.), Gladys Vargas (fls. 214-215 ib.) y Amadeo López (fls. 218-219 ib.), dan cuenta de las relaciones de amor y afecto existentes entre las víctimas fallecidas (Liliana Giraldo, Mónica María Aristizábal, Liliana García, Libardo de Jesús Palacio y Samuel Rendón) y cada una de sus familias, respectivamente, así como el dolor que les produjo a éstas la muerte de aquéllas.

III.
El caso concreto.

1. Se afirma en las demandas que el Estado es responsable de los perjuicios sufridos por los demandantes porque no cumplió con el deber constitucional de proteger la vida, honra y bienes de los ciudadanos, pues los hechos objeto de estudio, constituyen una falla del servicio, porque: a) la inmovilización de los vehículos y personas afectadas por la explosión, ordenada y efectuada por el Grupo Elite de la Policía Nacional a través de la instalación de un retén móvil de control en la vía Las Palmas, no contó con la suficiente planeación, porque se realizó sin el apoyo de agentes de tránsito ni de expertos en explosivos, así como sin establecer una prudente distancia entre uno y otro vehículo; b) los miembros de la policía que participaron en el operativo tenían una obligación de resultado con las personas o vehículos retenidos, pues allí llegaron en buenas condiciones y en las mismas condiciones tenían que salir, motivo por el cual se debieron tomar medidas preventivas antes y en el momento en que fue descubierto el artefacto explosivo, pero omitieron hacerlo a pesar de tener el entrenamiento adecuado para ello; c) la policía contaba con los recursos humanos y técnicos adecuados para impedir los resultados dañosos pero no se utilizaron por desidia e imprevisión; y, d) el empleo de los recursos mencionados no era opcional sino obligatorio, dada la cantidad de artefactos explosivos que por esa época habían detonado en la ciudad de Medellín. 

Sin embargo, si bien a la parte actora le correspondía acreditar tales conductas (artículo 177 del C.P.C.), éstas no tienen respaldo probatorio alguno en el plenario, las cuales, por ende, no pueden resultar constitutivas de responsabilidad patrimonial bajo el régimen de la falla del servicio.

En efecto, no está acreditada en el proceso la falla del servicio, pues, no se probaron las circunstancias exactas en las cuales ocurrieron los hechos, para poder concluir que la entidad demandada incurrió en falla del servicio al momento de requisar las personas y vehículos en el reten que había instalado la tarde del jueves 24 de mayo de 1990 en la vía las Palmas. 

Además, en el asunto bajo estudio, como lo ha precisado la Corporación en otros pronunciamientos en los cuales el daño causado como consecuencia de los atentados terroristas se ha imputado al Estado a titulo de falla del servicio por la acción u omisión de sus agentes, no existe prueba de que los residentes en el sector solicitaran protección especial por haber sido objeto de amenaza; tampoco se demostró en expediente que las autoridades tuvieran conocimiento previo de su situación de peligro; ni tampoco que, por sus circunstancias particulares, el hecho concreto resultaba previsible para las autoridades. Por consiguiente, no existe, entonces, en este caso, una omisión del Estado que pueda constituirse en causa del hecho, por no haber impedido la acción de la delincuencia.  

Se destaca que para esa época se vivía en el país, particularmente en la ciudad de Medellín, una situación crítica de violencia generada por organizaciones de narcotraficantes. Esa situación era conocida por las autoridades, al punto que en dicha ciudad, se tomaron algunas medidas de precaución, de orden logístico y militar, como el patrullaje y los retenes móviles de control. Sin embargo, considera la Sala, que a pesar de que la violencia desatada por las organizaciones delincuenciales para esa época constituía un hecho notorio, no hay lugar a condenar al Estado en el presente caso bajo el fundamento de la falla del servicio, porque éste no era previsible, ni se demostraron las circunstancias particulares en las cuales se produjeron los acontecimientos, pues, de las afirmaciones contenidas en las demandas y, de la comunidad probatoria recaudada en el plenario, no se puede concluir que la conducta de los uniformados, al momento de efectuar la requisa, hubiese sido imprudente o inadecuada.   

Finalmente, es necesario advertir que, mediante providencia del 23 de mayo de 1994 (fls. 454-455 cdno. 2°), la Fiscalía Regional de Medellín resolvió suspender provisionalmente toda actuación investigativa, dentro del expediente penal adelantado como consecuencia de los hechos antes descritos, dado que, transcurrido un año después de su iniciación, no se pudo identificar al posible autor del hecho punible (fls. 454-455 cdno. 2°). Por esta razón, sin pretender agotar el estudio de todas las hipótesis, se concluye que, de igual manera no existe evidencia de que el atentado hubiera sido causado por agentes del Estado, lo cual también permite descartar la responsabilidad patrimonial de la administración a partir de este supuesto.

2. En las anteriores condiciones, considera la Sala que tuvo razón el Tribunal al afirmar que los actores no demostraron que la entidad demandada hubiera incurrido en falla del servicio generadora del daño antijurídico alegado. Sin embargo, se observa que sí hay lugar a deducir responsabilidad por el daño producido, pero porque les creó un riesgo de naturaleza excepcional a los ocupantes de los vehículos particulares sometidos al retén instalado por una patrulla del grupo elite de la Policía Nacional, el día 24 de mayo de 1990, en la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín.

Debe advertirse, en primer lugar, que de manera subsidiaria, los actores invocaron dicho régimen de carácter objetivo, como fundamento de la responsabilidad a cargo de la entidad demandada. Así, en una de las demandas que dieron origen al presente proceso, se señaló que “La Nación Colombiana (Policía Nacional), es administrativamente responsable de todos los daños y perjuicios causados a los demandantes, por falla del servicio de policía; o en subsidio por daño especial; o, en subsidio, por riesgo excepcional, o, en subsidio, por la figura de responsabilidad administrativa que los señores Magistrados encuentren más ajustada o subsumida en los hechos de la demanda, y que resulten probados en el proceso. Por el principio Iura Novit Curia y otros principios generales, se declarará dicha responsabilidad con base en la especie que los señores Magistrados elijan, dentro de las varias que la jurisprudencia del Consejo de Estado suele emplear en estos casos” (fl. 113 cdno. 2°).

Y en la otra demanda, en el acápite de pretensiones, se indicó que “en el supuesto caso de que las autoridades hubieran actuado conforme a derecho y de acuerdo con los reglamentos, en el operativo en el cual resultó lesionado JAIRO LEON CALLE VELÁSQUEZ, habría que aplicar, en forma subsidiaria a la falla planteada, la “teoría del daño especial”, ya que la explosión se produjo en desarrollo de la guerra que el gobierno del Presidente VIRGILIO BARCO declaró a los narcotraficantes adoptando como escenario primordialmente la ciudad de Medellín y su área metropolitana, por lo que se volvió de gran riesgo transistar (sic) por sus calles a raíz de los continuos atentatados (sic) y los frecuentes enfrentamientos entre las facciones contendientes: los narcotraficantes y las fuerzas de policía y del ejército” (fl. 102 cdno. ppal. – negrillas del texto original). 

En el asunto sub-examine, no tiene discusión que los denominados retenes móviles de control fueron puestos en funcionamiento por parte de la Policía Nacional, en beneficio de la comunidad, especialmente en una época, en la ciudad de Medellín, “conocida como la mal llamada Guerra Total dirigida por el Cartel de Medellín en contra del Estado, en rechazo a las políticas gubernamentales encaminadas a la lucha contra el narcotráfico: orientando su ación (sic) en el ataque a Jueces, Políticos, periodistas y miembros de la Policía Nacional que los hubieran perseguido o atentado contra su organización. Etapa ésta que se desarrolló en dos fases: la primera entre el mes de marzo y octubre de 1.990 y una segunda desarrollada entre el 25 01 91 y el 30 01 91” (fl. 443 cdno. 2°), por lo que, en dicha época, diferentes sectores urbanos de Medellín comenzaron a ser objeto de atentados con carros bombas, incluido el de la avenida Las Palmas de que trata este proceso, atentados que, tan solo en el año de 1990, ascendieron a más de 3, cobraron la vida y resultaron heridos más de 30 miembros de la Policía Nacional, entre otras víctimas, y la afectación material de varias estaciones de policía, según el informe elaborado a solicitud del a quo (fls. 171-175 cdno. ppal.) por parte de los Jefes del grupo anti-explosivos y de la SIJIN de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá.
Por lo tanto, uno de los recursos humanos y logísticos con que contaba la fuerza pública, a través del Departamento de Policía del Valle de Aburrá, para proteger a la población civil precisamente de la ola terrorista desatada por la delincuencia organizada en la ciudad de Medellín, consistía en la instalación de retenes móviles de control en los distintos puntos de llegada y salida de ésta ciudad, con el propósito de detectar artefactos explosivos ocultos en vehículos, como el situado en horas de la tarde del jueves 24 de mayo de 1990 sobre la avenida Las Palmas, a la altura del CAI y a pocos metros del Hotel Intercontinental, por parte de un comando especializado del grupo elite de la Policía Nacional, a fin de localizar y decomisar una carga explosiva proveniente del oriente antioqueño, que al parecer, según información conocida por las autoridades de policía, iba a ser activada en contra de un centro comercial. 

Asunto distinto es que la patrulla de policía, integrada por un oficial, un suboficial y once agentes, expusiera a un grupo específico de ciudadanos, conformado por los ocupantes de los distintos vehículos sometidos a requisa, a un riesgo concreto y excepcional, creado por la misma administración en cumplimiento de sus funciones de protección y vigilancia de la población civil, como quiera que los autores del hecho criminal también se encontraban en el lugar y ante la situación de acercarse los policiales a revisar el vehículo en el que se desplazaban -Camioneta chevrolet luv, modelo 1987, color verde y marfil, de placas LD-3630-, que había sido hurtado el día anterior, hicieran explotar el artefacto de 100 kilos de dinamita, sin importar que ellos mismos fueran víctimas del hecho criminal, es decir, bastó la sola presencia cercana de los policiales, para que los delincuentes lo convirtieran en objeto directo de su acción delictiva, pues su fin era activarlo en tal retén, precisamente en contra de los uniformados
, tal como lo sostiene la propia entidad demandada y, entre otros organismos estatales de seguridad, el Departamento Administrativo de Seguridad -D.A.S.-, en los múltiples informes obrantes en el expediente, que registran los trágicos acontecimientos del 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín. 

En consecuencia, como quiera que resultó demostrado fehacientemente en el plenario, que no se trató de un atentado terrorista dirigido de manera indiscriminada contra la ciudadanía de Medellín, el cual tuviera como propósito la desestabilización del orden público en el sector de Las Palmas de dicha ciudad, sino la afectación de personas o establecimientos específicos de carácter militar o policivo, como eran los integrantes de la fuerza pública, particularmente del Grupo Elite de la Policía Nacional, encomendados para ejecutar labores preventivas de seguridad ciudadana a través de la instalación y puesta en marcha de un retén móvil sobre la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín la tarde del jueves 24 de mayo de 1990, los ocupantes de los vehículos sometidos a dicho puesto de control, como sucedió con los actores, quedaron expuestos a una situación de peligro de particular gravedad, que excedió notoriamente las cargas que normalmente han de soportar los administrados, en compensación a los beneficios que se derivan de la prestación del servicio de protección y vigilancia por parte de la fuerza pública.

En efecto, si bien fueron terceros los autores del atentado del 24 de mayo de 1990, cuyas acciones generan el rompimiento del nexo causal que impiden la imputación del daño a la administración, éste no está llamado, en principio, a responder patrimonialmente por tales hechos. Sin embargo, en el asunto bajo estudio, la imputabilidad al Estado surge a partir de la creación de un riesgo, de naturaleza excepcional, en la medida en que, como consecuencia del ejercicio de una actividad desplegada por la fuerza pública en aras de proteger y salvaguardar a la comunidad en general, sitúa en estado de peligro a un grupo particular de ciudadanos. 

Por lo tanto, no se trata, en este caso, de la existencia de una acción u omisión atribuible a la administración a título de falla del servicio, sino de la producción de un daño, cuya obligación indemnizatoria a cargo del Estado, se deriva del beneficio que le representa la posibilidad de prestar los servicios públicos a cambio de someter a los ciudadanos a una situación de riesgo de carácter excepcional. 

Y, ese riesgo excepcional a que se sometió a los actores y cuya concreción, es decir, el daño, no están en el deber jurídico de soportar, obliga a su resarcimiento a través de la indemnización. En consecuencia, los daños antijurídicos producidos son imputables a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, quien creó el estado de riesgo en ejercicio de sus funciones públicas y en beneficio de la comunidad, por lo cual está llamada a indemnizarlos.

IV.
Indemnización de perjuicios.

1. Morales.

1.1. A causa de fallecimiento:

Una vez demostrados los hechos del parentesco que unía a las víctimas fallecidas (Mónica María Aristizábal, Liliana Giraldo, Libardo Palacio, Samuel Rendón y Liliana García) con cada una de sus familias demandantes en este proceso, parentesco que por demás resultó acreditado legalmente y, que permite inferir, por vía indiciaria, que todos ellos percibieron dolor con la muerte de sus familiares, porque es de la naturaleza humana que un pariente, como son los padres, hermanos e hijos, entre otros, sufran con la muerte de uno de ellos. Sobre el tema, esta Sala en sentencia del 23 de agosto de 2001, exp. 12.975, indicó que “el juzgador, cuando deduce judicialmente tiene en cuenta como antecedente la experiencia humana, nacida de la observación de las reglas generales de la sociedad y las circunstancias como ocurrió el hecho dañino para inferir que es generalizado y sabido el afecto entre padre, madre, hermanos e hijos; por consiguiente observa que entre seres normales es común que los integrantes de la familia - padres, hermanos, hijos - se produzca un inmenso dolor cuando alguno de estos miembros muere”. 

Pero además de dicha deducción de carácter indiciario, obra en el proceso abundante prueba de carácter testimonial que acredita las relaciones de amor y afecto existentes entre las víctimas y cada una de sus familias, respectivamente, así como el dolor que les produjo a éstas la trágica muerte de aquéllas. Al respecto, rindieron declaración ante el tribunal de instancia los señores Álvaro López (fls. 207-208 cdno. 2°), Amina Frankugen (fls. 209-211 ibidem), Diego Arenas (fls. 211-212 ib.), Gladys Vargas (fls. 214-215 ib.) y Amadeo López (fls. 218-219 ib.).

Conforme a lo determinado en la providencia de fecha 6 de septiembre de 2001, expedientes 13.232-15.646, la Sala estableció el valor de las condenas por perjuicios morales en moneda legal colombiana y, fijó la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales para los eventos en que tales perjuicios cobran su mayor intensidad.  

En este caso, en la demanda (fl. 89 cdno. 2°) se solicitó para cada uno de los actores, por concepto de perjuicios morales el equivalente a 1000 gramos de oro. El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que las condenas a proferir corresponden el día de hoy a $34.466.310, mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, el valor anterior, traducido a salarios mínimos, corresponde a 90.34 salarios mínimos. Por lo tanto, la Sala reconocerá ésta suma para cada uno de los demandantes en su condición de padres, cónyuges e hijos de cada víctima. E indemnizará a cada uno de los hermanos de los causantes, con 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, equivalentes a $19.075.000.

Grupo familiar de Mónica María Aristizábal: 

Gustavo Aristizábal (padre):


$34.466.310
Piedad del Socorro Echeverri (madre): 

$34.466.310
Ana Carolina Aristizábal (hermana):

$19.075.000
 

Gustavo Andrés Aristizábal (hermano):

$19.075.000
Luis Fernando Aristizábal (hermano):

$19.075.000
Grupo familiar de Liliana Giraldo: 

Luis Alfredo Giraldo (padre):


$34.466.310
Berta Piedrahita (madre):



$34.466.310
Carlos Mario Giraldo (hermano):


$19.075.000
Alfredo Enrique Giraldo (hermano):

$19.075.000
Fernando Giraldo (hermano):


$19.075.000
María Isabel Giraldo (hermana):


$19.075.000
Grupo familiar de Libardo de Jesús Palacio: 

Francisco José Palacio (padre):


$34.466.310 

Beatriz Adriana Castrillón (cónyuge):

$34.466.310
Andrés Felipe Palacio Castrillón (hijo): 

$34.466.310
Francisco Jairo Palacio Serna (hermano):
$19.075.000
John Sergio Palacio Serna (hermano):

$19.075.000
Héctor Jaime Palacio Serna (hermano):

$19.075.000
Iván Darío Palacio Serna (hermano):

$19.075.000
Luz Marina Palacio Serna (hermana):

$19.075.000
Grupo familiar de Samuel Rendón: 

Mario de Jesús Rendón (padre):


$34.466.310 

María Gabriela Jiménez (madre):


$34.466.310 

Sandra Castañeda Ibarra (cónyuge):

$34.466.310 

Samuel Alejandro Rendón Castañeda (hijo):
$34.466.310 

John Mario Rendón Jiménez (hermano):
$19.075.000

Giovanny Hely Rendón Jiménez (hermano):
$19.075.000

Grupo familiar de Liliana García: 

Luis Alfonso García (padre):


$34.466.310 

Clara Inés González (madre):


$34.466.310
Mauricio García González (hermano):

$19.075.000

Guillermo León García González (hermano):
$19.075.000

Juan Jairo García González (hermano):

$19.075.000

Álvaro Humberto García González (hermano):
$19.075.000

María Yolanda García González (hermana):
$19.075.000

Hayen Orlando García González (hermano):
$19.075.000

1.2. A causa de lesiones físicas:
La Sala ha manifestado que las lesiones físicas también son fuente de reconocimiento del perjuicio moral, pero, sobre ellas ha distinguido desde el punto de punto de vista probatorio y dada la magnitud de las mismas, entre las graves y las leves, en los siguientes términos: 

“En el primer caso, por lesiones graves, se ha sostenido: respecto a la víctima, que con la demostración del daño antijurídico por lesión grave tiene derecho a la indemnización de perjuicio moral. En lo que atañe con las víctimas indirectas -en este caso, padres, cónyuge, hermanos, hijos- tienen derecho a la indemnización del perjuicio causado por lesión grave de su pariente o de quien recibe el trato de pariente siempre y cuando demuestren, en primer término, la lesión grave y, en segundo lugar, el parentesco o vínculo de afecto. La jurisprudencia infiere de estos dos hechos, demostrados plenamente, que los actores padecieron dolor moral.

“En el segundo caso, es decir indemnización por perjuicios morales ocasionados por lesiones “leves”, deben distinguirse las siguientes situaciones:

“Para la víctima directa, una vez prueba el daño antijurídico por lesión leve, es claro, que tiene derecho a la indemnización por perjuicio moral; es de la naturaleza de los seres humanos que cuando sufren directamente el impacto de una lesión física leve tuvo que padecer congoja y tristeza pues su psiquis se afectó desde el ataque, así el resultado no haya sido de magnitud grave; pero para las víctima indirectas, -como en este caso, padres, cónyuge, hermanos e hijos- es necesario demostrar a mas de la lesión leve, el parentesco y además que aquella lesión les produjo dolor moral. Respecto de las lesiones leves la jurisprudencia no infiere padecimiento moral de los dos hechos primeramente mencionados
. 

De acuerdo con la posición jurisprudencial citada, es claro para la Sala que en el asunto bajo estudio, en razón a que las lesiones padecidas por las víctimas Dora Ceballos Loaiza y Jairo León Calle no son de gran magnitud, procede el reconocimiento de indemnización por perjuicio moral en las siguientes circunstancias, tal como pasará a exponerse:

1.2.1. Respecto de la señora Ceballos, obra prueba documental en el expediente (fl. 307 cdno. 2°), referida a acreditar que, como consecuencia del atentado perpetrado el 24 de mayo de 1990, fue atendida de inmediato en el Hospital General de Medellín; y, que al día siguiente, consultó al médico Juan Diego Botero, quien en el resumen de historia clínica de fecha 26 de marzo de 1992 (fl. 76 ibidem), manifestó lo siguiente:

“La paciente dice sentir Hipoacusia Oído Izquierdo y sensación de “Oido tapado”. Oía todo de lejos y sentía la cabeza como un “tarro”, al examen físico se encontró en el Oído Izquierdo cinco (5) perforaciones de Membrana Timpánica, signos evidentes de sangrado en el conducto auditivo y edema de la piel del conducto auditivo externo. Se ordenó tratamiento médico local y audiometría tonal, la cual muestra una pérdida conductiva de veinticinco (25) decibeles; el resto del examen físico era normal.

“La paciente fue evaluada una semana después, encontrándose con idéntica sintomatología y las perforaciones timpánicas de idéntico tamaño, por lo cual se ordenó TIMPANOPLASTIA OIDO IZQUIERDO, la cual se realizó el 31 de Mayo del mismo año con un post-operatorio satisfactorio.

“Luego de año y medio de post-operatorio, la paciente presenta una Membrana Timpánica Normal y la Audiometría Tonal del 25 de Marzo de 1992, muestra un cierre completo del GAP.

“CONCLUSIÓN:

“La paciente actualmente presenta, luego de Tratamiento Quirúrgico, una Completa Mejoría de su cuadro clínico, no presentando secuelas y con una Recuperación Total de su Audición” (ibidem - mayúsculas del texto original y subrayas fuera del texto).       

Según los documentos referidos, dada una pérdida conductiva de veinticinco (25) decibeles en el oído izquierdo, sufrida a raíz del atentado dinamitero del 24 de mayo de 1990, a la señora Ceballos le fue practicada una cirugía de timpanolastia, de la cual se recuperó totalmente y sin manifestarse secuela permanente alguna. Por consiguiente, atendiendo los principios de reparación integral y de equidad (art. 16 ley 446 de 1998), se reconocerá para la víctima directa el valor del perjuicio moral en una cuantía equivalente a 100 gramos oro, toda vez que el valor de 1000 gramos oro se otorga como máxima indemnización por este perjuicio y por lo tanto, sólo se concede en caso de muerte o de lesiones con un grado de incapacidad total y permanente. 

Conforme a lo determinado en la providencia de fecha 6 de septiembre de 2001, expedientes 13.232-15.646, la Sala estableció el valor de las condenas por perjuicios morales en moneda legal colombiana y, fijó la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales para los eventos en que tales perjuicios cobran su mayor intensidad.  

En este caso, en la demanda se solicitó para la demandante, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a 1000 gramos de oro. El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que la condena a proferir en este metal (100 gramos oro) en favor de la lesionada directa Dora Ceballos Loaiza, corresponde el día de hoy a TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS ($3.446.631), mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, el valor anterior, traducido a salarios mínimos, corresponde a 9 salarios mínimos. 

1.2.2. Ahora bien, de acuerdo con el reconocimiento practicado por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Nor-Occidente-Medellín al señor Jairo León Calle (fl. 258 cdno. ppal.), éste presentó heridas “por estallido de artefacto explosivo tipo carrobomba, fractura abierta conminuta de tibia izquierda y acortamiento del miembro inferior izquierdo de 4 cms de longitud. Se ratifica la incapacidad definitiva de ciento ochenta (180) días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de la marcha. La merma de la capacidad laboral es del 8%” (ibidem).

Considera la Sala que, como en este caso se trata de la reclamación de perjuicios morales ocasionados a la víctima, “una vez prueba el daño antijurídico por lesión leve”, tiene derecho a la indemnización de perjuicio moral. También en la demanda se solicitaron perjuicios para su cónyuge y para sus hijas por las lesiones sufridas por el primero y, como dichas lesiones fueron leves, según el dictamen médico legal atrás descrito, no basta con probar la existencia de la lesión y el parentesco, circunstancias que por demás, están plenamente acreditadas en el plenario, resulta necesario demostrar, además, “que aquella lesión les produjo dolor moral”
En efecto, el parentesco que une a las víctimas indirectas con el lesionado directo está acreditado con los correspondientes certificados originales de registro civil de matrimonio y nacimiento (fls. 8-9 cdno. ppal.), de lo cual se infiere que los señores Jairo León Calle y Mariela de Jesús Osorio contrajeron matrimonio el 13 de octubre de 1995 en la Parroquia de Nuestra Señora del Perpetuo Socorro de la ciudad de Medellín y, que de dicha unión, nació Ana María Calle Osorio.  

Así mismo, la calidad de damnificada de la demandante Tatiana Sanmartín, quien como hija de crianza de los señores Jairo Calle y Mariela Osorio, padeció dolor moral por las lesiones padecidas por el primero de ellos, se tiene por demostrada mediante prueba testimonial. Sobre el particular, declaró ante el A Quo la señora Aracelly Bustamante de Rodríguez (fls. 280-282 cdno. ppal.), de la siguiente manera:

“PREGUNTADA: Sabe Usted, qué personas integraban la familia de JAIRO LEON CALLE para la fecha que mencionó (24 de mayo de 1990)? CONTESTO: La familia de JAIRO está compuesta por MARIELA que es la esposa, y sus dos hijas: ANA MARIA y TATIANA.- PREGUNTADA: Qué apellido es TATIANA? CONTESTO: Tatiana es de apellido Sanmartín, pero ellos la han tenido bajo su cuidado desde que la niña tenía cuatro meses de nacida. La niña es hija de mi hermano con una señora llamada FABIOLA SANMARTÍN
, JAIRO Y MARIELA son los padrinos de TATIANA, entonces mi hermano y su esposa eran dos personas supremamente ocupadas, trabajaban día y noche en Estados Unidos, razón por la cual la entregaron al cuidado de sus padrinos, para ese entonces la niña tenía cuatro meses y fue pasando el tiempo y la niña se quedó con los padrinos; mi hermano y su señora se separaron, cada uno constituyó un hogar diferente, razón por la cual ninguno de los dos, en forma irresponsable, se volvieron a ocupar de la niña y aunque no han legalizado la adopción debido a que la madre estuvo mucho tiempo sin que se supiera su destino, pero en este momento en que la niña es mayor de edad, ella va a dar su consentimiento para tramitar una adopción.- PREGUNTADA: Sabe usted, en qué forma afectó a las personas que integraban su familia, el accidente de JAIRO LEON al cual usted se ha referido? CONTESTO: Ellos para ese momento vivían en la finca en La Fe, o sea la vereda donde tienen la finca ellos, allí JAIRO tenía varios cultivos, entre ellos uno de champiñones, del que se derivaba un ingreso considerable; uno de los perjuicios fue ese, porque se tuvieron que venir a residir aquí a Medellín; TATIANA, la niña, estudiaba en un colegio de Rionegro y ese año lo perdió porque la tuvieron que retirar al tener que trasladarse a vivir aquí a Medellín. Moralmente el perjuicio fue grandísimo, porque la vida de JAIRO era su finca, a mi personalmente me tocó verlo levantarse desde las cinco de la mañana a estar pendiente de sus cultivos, sus animales y no obstante que habían carios trabajadores. A la familia, como consecuencia lógica también se vio muy afectada, porque al jefe del hogar, en esa postración en que quedó y esa cantidad de intervenciones, pues él vivía casi permanentemente en la Clínica, entonces el daño moral fue grandísimo para todos ellos.- PREGUNTADA: Usted en qué se basa para decir lo que acaba de decir? CONTESTO: Porque yo soy muy allegada a ellos y muchas veces me tocó llevarme la niña para la casa y otras veces para la finca, para darle un poco de distracción y me tocaba permanecer días enteros en el apartamento de ellos…” (ibidem – mayúsculas del texto original).

Igualmente obra en el proceso abundante prueba de carácter testimonial que acredita el dolor moral que el hecho produjo en las demás parientes del lesionado directo (las señoras Mariela de Jesús Osorio y Ana María Calle, madre e hija de aquél, respectivamente). Al respecto, declararon los señores Darío Álvarez (fls. 265-267 cdno. ppal), Luis Maya (fls. 267-269 ibidem), Marco Mejía (fls. 278-279 ib) y José Saúl Calle (fls. 280-282 ib.).

En estas condiciones probatorias, si bien a título de perjuicios morales sólo se reconoce una cuantía equivalente a 1000 gramos de oro en caso de muerte o de lesiones con un grado de incapacidad total y permanente, en este caso, dada la poca magnitud de las lesiones padecidas por el señor Jairo León Calle a causa del estallido de un carro bomba en la ciudad de Medellín el día 24 de mayo de 1990 (incapacidad permanente del 8%), se le otorgará, en su calidad víctima directa, el valor de 200 gramos. Por la misma razón se reconocerá indemnización por el daño moral tanto a la cónyuge y a la hija del lesionado, como a la demandante Tatiana Sanmartín, como tercera damnificada, la suma de 100 gramos para cada una de ellas.

En este caso, por los daños a la integridad física sufridos por el señor Jairo León Calle, cada uno de los actores solicitó en la demanda, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a 2000 gramos de oro (fl. 94 cdno. ppal.). El valor del gramo oro a la fecha de esta providencia es de $34.466,31, por lo que la condena a proferir en este metal (200 gramos oro) en favor del lesionado directo, corresponde el día de hoy a SEIS MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS ($6.893.262), mientras que el valor del salario mínimo legal mensual vigente
 para el año 2005 está fijado en $381.500 y, en consecuencia, la cifra anterior, traducida a salarios mínimos, corresponde a 18 salarios mínimos. 

Indemnizará a Mariela de Jesús Osorio, a Ana María Calle y, a Tatiana Sanmartín, para cada una, en su calidad de cónyuge, hija y tercera damnificada de la víctima, respectivamente, con la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS ($3.446.631), cifra que resulta de convertir 100 gramos de oro al valor de hoy en pesos colombianos y, en consecuencia, la cifra anterior, representada en salarios mínimos, equivale a 9 salarios mínimos. 

2. Materiales en la modalidad de daño emergente.

2.1. Por concepto de gastos médicos, quirúrgicos y farmacéuticos causados a raíz de los daños a la integridad física padecidos el 24 de mayo de 1990, el señor Jairo León Calle canceló las siguientes facturas, obrantes en original en el expediente a folios 26 al 48 y 61 al 84 del cuaderno principal:

	Nombre
	Número
	Fecha
	Valor

	Enfermera Rosana Gómez
	105
	10/11/90
	$385.000

	Cirujanos Jorge Uribe y Álvaro Villa
	8080
	21/06/90
	$450.000

	Cirujanos Jorge Uribe y Álvaro Villa
	9264
	13/12/90
	$500.000

	Droguería San Blas
	4853
	01/08/90
	$8.500

	Droguería San Blas
	2921
	01/07/90
	$1.700

	Droguería San Blas
	9496
	01/11/90
	$500

	Ambulancias Los Ángeles
	
	14/06/90
	$6.000

	ASISTIR-Alquiler de equipos
	8130
	02/06/90
	$9.900

	Clínica Medellín
	0307516
	02/06/90
	$146.945

	Clínica Medellín
	0313949
	12/09/90
	$100.000

	Clínica Medellín
	0314250
	17/09/90
	$100.000

	Clínica Medellín
	0314318
	18/09/90
	$146.274

	Clínica Medellín
	0315558
	07/10/90
	$173.444

	Hospital General de Medellín
	26406
	14/06/90
	$36.954

	Médico Juan Guillermo Aristizábal
	0293
	26/10/90
	$100.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	00323
	05/07/90
	$8.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	01397
	31/07/90
	$36.660

	Clínica de Fracturas de Medellín
	02904
	05/09/90
	$8.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	05022
	25/10/90
	$8.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	06579
	03/12/90
	$8.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	00835
	23/01/91
	$11.000

	Anestesiólogo Samuel Jiménez
	00207
	31/07/90
	$13.000

	Clínica de Fracturas de Medellín
	05021
	25/10/90
	$6000

	Centro de Investigaciones Médicas de Antioquia 
	
	14/01/92
	$400.000

	Clínica de Medellín
	35897
	04/10/90
	$2.096

	Clínica de Medellín
	1025
	04/10/90
	$9.000

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	5694
	04/10/90
	$1.200

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	5691
	04/10/90
	$1.800

	Clínica de Medellín  - Instrumentador Ilse Kurk
	21559
	04/10/90
	$9.000

	Clínica de Medellín  - Servicios de Anestesia
	63808
	04/10/90
	$38.400

	Clínica de Medellín  - Servicios de Anestesia
	63808
	04/10/90
	$24.700

	Clínica de Medellín  - Servicios de Rayos X
	2971
	31/05/90
	$8.500

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	
	30/05/90
	$1.000

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	
	24/05/90
	$1.350

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	
	25/05/90
	$1.500

	Clínica de Medellín  - Laboratorio Clínico
	
	24/05/90
	$1.500

	Clínica de Medellín 
	37291
	29/05/90
	$450

	Clínica de Medellín 
	37285
	29/05/90
	$2.250

	Clínica de Medellín 
	35146
	26/05/90
	$250

	Clínica de Medellín 
	36307
	27/05/90
	$500

	Clínica de Medellín 
	32490
	24/05/90
	$1.835

	Clínica de Medellín 
	55622
	02/06/90
	$410.250

	Clínica de Fracturas de Medellín 
	01679
	13/02/92
	$14.000

	
	
	TOTAL
	$3.193.458


La Sala reitera su posición en el sentido de que la Jurisdicción Contenciosa Administrativa es rogada, por lo tanto, no puede otorgar beneficios económicos superiores a los reclamados en la demanda (artículo 305 del CPC) y, en el presente caso, por concepto de gastos médicos y hospitalarios, se solicitó la suma de $2.257.817, “suma que deberá actualizarse en la debida oportunidad procesal, con base en la variación porcentual de los índices nacionales de precios al consumidor para el nivel de ingresos altos, entre los meses de abril de 1.990 y el anterior al de la ejecutoria de la sentencia respectiva…” (fl. 96 cdno. ppal.). Por tal razón, será esta suma ($2.257.817), debidamente actualizada a la fecha de la presente sentencia, la que se reconocerá a título de perjuicio material en la modalidad de daño emergente en favor del señor Jairo León Calle, a pesar de resultar probada documentalmente en el plenario una cifra superior ($3.193.458).
Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Mayo/1990)

Vp = $2.257.817
160.87







18.32

Vp = $19.826.147

2.2. El demandante Jairo León Calle también solicitó daño emergente derivado de la pérdida de un vehículo de su propiedad, el cual tasó, en el acápite de pretensiones de la demanda, en la suma de $9.000.000.

Según antes se expuso
, obra abundante prueba documental en el plenario que permite deducir que uno de los vehículos afectados con la carga dinamitera que hizo explosión durante la realización de un retén móvil sobre la vía Las Palmas de la ciudad de Medellín el día 24 de mayo de 1990, corresponde a la camioneta ford pick up, modelo 1977, color azul y blanco, de placas LD 8476, la cual, en ese momento, de acuerdo con la copia autenticada de la tarjeta de propiedad obrante a folio 195 del cuaderno principal del expediente
, era de propiedad de los señores Jairo Calle y Mariela Osorio.

Respecto del valor del vehículo, si bien en la demanda se estimó en $9.000.000 y a éste escrito se aportó como prueba una cotización expedida por “Mercóvil Concesionarios Ford” (fl. 24 cdno. ppal.), que tasó en $9.500.000 un automotor de las particularidades del perteneciente al actor, se acudirá a la tabla de avalúos comerciales de automotores establecida por el Ministerio de Transporte. En este evento, mediante la Resolución No. 3807 expedida por dicha entidad el día 11 de diciembre de 1998, se señaló que, para el año de 1990, el avalúo comercial de un vehículo de las características del vehículo del demandante (camioneta ford, cilindraje mayor a 3000 c.c. de modelos anteriores a 1984 -1977-), es la suma de dos millones doscientos treinta y cuatro mil pesos ($2.234.000).

Así mismo, se tiene que con posterioridad a los graves daños sufridos el 24 de mayo de 1990 en la camioneta a él perteneciente, el señor Jairo León Calle lo enajenó por la suma de $750.000 en el mes de septiembre del mismo año, según contrato de compraventa y documentos de traspaso aportados al expediente en copias autenticadas a folios 25, 91 y 196 a 209 del cuaderno principal. 

Luego entonces, al valor comercial del vehículo para la época de ocurrencia de los hechos ($2.234.000), habrá que deducirle el valor que obtuvo el actor por la venta del mismo ($750.000), cuyo resultado ($1.484.000), será el correspondiente a indemnizar al señor Jairo León Calle por concepto de la destrucción del automotor de su propiedad, suma ésta que será debidamente actualizada a la fecha de la presente providencia.  

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Septiembre /1990)

Vp = $1.484.000
160.87







19.69

Vp = $12.124.483

2.3. De igual manera, el señor Jairo León Calle pidió, en el acápite de pretensiones de la demanda, la suma de $961.000, representada en “los gastos de transporte que se vió (sic) precisado a pagar para asistir a los tratamientos médicos” (fl. 96 cdno. ppal.); pretensión ésta que sustentó a través de la aportación al proceso en original, de los siguientes recibos de caja (fls. 50-56 cdno. ppal.): 

	Nombre
	Número
	Fecha
	Período
	Valor

	Darío Álvarez González
	100
	30/06/90
	24/05/90-30/06/90
	$150.000

	Darío Álvarez González
	120
	30/07/90
	01/07/90-30/07/90
	$120.000

	Darío Álvarez González
	141
	25/08/90
	01/08/90-25/08/90
	$115.000

	Darío Álvarez González
	148
	28/10/90
	01/09/90-28/10/90
	$185.000

	Darío Álvarez González
	160
	30/11/90
	01/11/90-30/11/90
	$100.000

	Darío Álvarez González
	165
	15/01/90
	02/12/90-15/01/91
	$175.000

	Darío Álvarez González
	174
	25/02/91
	18/01/91-25/02/91
	$98.000

	
	
	
	TOTAL
	$943.000


En dichos documentos consta que, en los períodos comprendidos entre el 24 de mayo de 1990 y el 25 de febrero de 1991, el lesionado Jairo León Calle contrató los servicios de transporte con el conductor Darío Álvarez, quien en diligencia de 6 de diciembre de 1993 llevada a cabo en el tribunal de instancia (fl. 277 cdno. ppal.), reconoció su firma en los mencionados documentos puestos a su consideración, así como el contenido de los mismos, según lo exigido por los artículos 272 y 273 del CPC.  

Ahora bien, de acuerdo con el reconocimiento practicado por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Nor-Occidente-Medellín (fl. 258 cdno. ppal.), al señor Jairo León Calle se le dictaminó, fuera de una incapacidad de carácter definitiva y permanente del 8%, una primera incapacidad por un período determinado de 180 días a partir de la fecha de las lesiones, es decir, desde el 24 de mayo de 1990, hasta el 24 de noviembre de ese mismo año. Circunstancia ésta que coincide con las fechas de ingreso que tuvo el paciente Calle Velásquez a la Clínica Medellín (24 de mayo y 12 de septiembre, ambas de 1990), cuyo “ingreso inicial, de mayo del noventa, fue ocasionado por traumas múltiples, recibidos por el estallido de una bomba. El segundo ingreso, que fue en septiembre del noventa, fue causado por la misma patología“, según lo declaró ante el tribunal el médico Juan Gonzalo Aristizábal (fls. 285-286 ibidem). 

En estas condiciones probatorias, la Sala accederá a esta pretensión indemnizatoria, pero limitada en el tiempo, es decir, desde el 24 de mayo de 1990 hasta el 24 de noviembre de 1990, período durante el cual estuvo incapacitado el señor Jairo León Calle y lo motivó a contratar, para efectos de sus distintos desplazamientos, los servicios de transporte del señor Darío Álvarez. De acuerdo con los documentos privados antes referidos, el periodo de incapacidad de 180 días, está representado en los recibos números 100, 120, 141, 148 y 160, cuya suma total equivale a $670.000, tal como se expone a continuación:      

	Nombre
	Número
	Fecha
	Período
	Valor

	Darío Álvarez González
	100
	30/06/90
	24/05/90-30/06/90
	$150.000

	Darío Álvarez González
	120
	30/07/90
	01/07/90-30/07/90
	$120.000

	Darío Álvarez González
	141
	25/08/90
	01/08/90-25/08/90
	$115.000

	Darío Álvarez González
	148
	28/10/90
	01/09/90-28/10/90
	$185.000

	Darío Álvarez González
	160
	30/11/90
	01/11/90-30/11/90
	$100.000

	
	
	
	TOTAL
	$670.000


Suma ésta ($670.000) que será actualizada a la fecha de la presente sentencia, de la siguiente manera:

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Noviembre /1990)

Vp = $670.000
160.87







20.48

Vp = $5.262.837

Resumen Daño Emergente

	Nombre demandante
	Gastos médicos
	Gastos reposición vehículo
	Gastos transporte
	VALOR

TOTAL

	Jairo León Calle
	$19.826.147
	$12.124.483
	$5.262.837
	$37.213.467


2.4. Ahora bien, de acuerdo con lo atrás referido
, otro de los vehículos afectados por la explosión del carro bomba de fecha 24 de mayo de 1990 en la ciudad de Medellín, resultó ser uno de servicio público, el taxi chevrolet chevette, de placas TB 3675, modelo 1998, color amarillo, de propiedad de la señora Dora Ceballos, circunstancia ésta que fue acreditada a través de la certificación expedida en tal sentido por la Secretaría de Transportes y Tránsito de Medellín el día 4 de junio de 1990 (fl. 85 cdno. ppal.). 

En el escrito de adición de la demanda, se solicitó daño emergente en favor de la señora Dora Ceballos, consistente en “el valor económico en materiales y mano de obra que tuvo que sufragar para la reparación de múltiples daños en latas y piezas de su vehículo marca Chévrolete (sic) Chevette, de servicio público de placas TB-3675, según pagos hechos a la empresa Autolarte S.A. de esta ciudad, por la suma de pesos 2.318.718” (fl. 114 cdno. 2°).
Para fundamentar su petitum, obra en el expediente una certificación emitida por el Taller AUTOLARTE S.A., en la cual consta que “el vehículo Chevette taxi de placas TB3675, propiedad de la señora DORA CEBALLOS, estuvo en nuestras instalaciones a partir del 04.07.90 hasta el día 14.09.90. Durante este tiempo se le efectuaron reparaciones por valor de $2.318.718.00” (fl. 132 cdno. 2° - mayúsculas del texto original).

Así mismo, constan dos (2) facturas autenticadas ante Notario: en la primera, con número 02192, se cuantificó lo realizado por el Taller AUTOLARTE S.A., entre el 4 de julio de 1990 (fecha de recibo del vehículo por parte del taller) y el 31 de agosto de ese mismo año (fecha en que se entregó reparado el mismo), en la suma de $2’256.730 (fl. 149 cdno. 2°); y la segunda, con número 02351, en cual se recibió nuevamente el automotor el día 4 de septiembre de 1990 y se devolvió el día 14 del mismo mes y año, con un costo por repuestos de $61.988. En ambas facturas se observa, que fueron canceladas por la señora Ceballos Loaiza.

En total, se tiene por demostrado que el daño emergente sufrido por la actora, representado en los costos de la reparación de su vehículo de servicio público, ascienden a la suma de $2’318.718, cuya actualización a la fecha de la presente providencia, es la siguiente:

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Septiembre /1990)

Vp = $2’318.718
160.87







19.69

Vp = $18.944.244

3. Materiales en la modalidad de lucro cesante.

3.1. De igual manera, la demandante Dora Ceballos solicitó, en el escrito de adición de la demanda, a título de lucro cesante, los ingresos dejados de percibir con el vehículo de servicio público de su propiedad (taxi chevrolet chevette, de placas TB 3675, modelo 1998), “a razón de $5.000 diarios, durante el tiempo en que el automotor estuvo en dicha empresa (Taller AUTOLARTE S.A.)” (fl. 114 cdno. 2°), comprendido entre el 4 de julio y el 14 de septiembre de 1990. 

Para la demostración del lucro cesante, se recepcionó el testimonio de Martha Cecilia Restrepo (fls. 216-217 cdno. 2°), quien manifestó conocer a la actora desde hace quince años; dijo saber que la reparación del taxi de la señora Ceballos se llevó a cabo en el Taller AUTOLARTE S.A. durante un período de tres (3) meses; y, dada su amplia experiencia como transportadora de vehículos del servicio público, refirió como promedio diario de ingresos de un taxi, para la época de los hechos, la suma de $6.000 y, agregó, que en el evento de propietarios de éstos vehículos de transporte público (como en el caso de Dora Ceballos), los ingresos ascendían a $8.000 diarios. 

Igualmente, para la determinación actualizada del daño emergente y el lucro cesante, la parte actora solicitó un dictamen pericial, el cual, al momento de rendirlo el 22 de marzo de 1995 (fls. 469-481 cdno. 2°), concluyó, respecto de éste último rubro, que “efectuadas las averiguaciones pertinentes, con diversas empresas de servicio de taxis urbanos, se nos informó que en la actualidad un automotor de servicio público, destinado al transporte de pasajeros, en esta ciudad de Medellín, deja para el propietario una renta equivalente a DOCE MIL PESOS ($12.000.oo) m.l. -diarios-” (fl. 479 ibidem - mayúsculas del texto original y subrayas fuera del texto).  
La Sala considera que la prueba testimonial antes referida le brinda el convencimiento necesario sobre el quantum de la utilidad que dejó de percibir la actora durante el período por el cual el vehículo de su propiedad estuvo en reparación, pues, no solo se limita a señalar que un vehículo de servicio público, como el de la demandante, produce una suma diaria determinada, sino que una vez expuesta la razón de la ciencia de su dicho (experiencia en el sector transportador de servicio publico), distingue entre el ingreso promedio diario percibido por un conductor y el generado por un propietario de un automotor dedicado al transporte público de pasajeros. Por lo tanto, la suma a tener en cuenta por éste concepto, equivale a $8.000 diarios.

A la misma conclusión se llega a través de la prueba técnica practicada en el proceso (fls. 469-481 cdno. 2°), cuyos peritos determinaron el valor del daño no para la fecha de ocurrencia del hecho dañino (mayo de 1990), sino para cuando rindieron el experticio (marzo de 1995), esto es, 5 años después, y la solución que la jurisprudencia de la Sala
 le ha dado a esta situación, ha sido la siguiente:

“El Consejo de Estado destaca que los auxiliares no advirtieron que el valor del levantamiento topográfico debieron indicarlo para el año 1992, al parecer porque rindieron la experticia en el año de 1995 incurrieron en aquella imprecisión temporal. Sin embargo la Sala en el conocimiento normal de las matemáticas puede corregir tal punto de partida, afortunadamente, con los otros parámetros o bases de medición indicados, por los auxiliares, en forma correcta.  En consecuencia, para obtener el dato a 1992, se partirá del valor fijado para 1995; a ese valor se le deducirá el del aumento porcentual causado entre los años 1992 a 1995, y tal porcentaje se deducirá al valor que indicaron los peritos para 1995 y así obtener el valor exacto para el año de 1992; así:

Año de 1995


=>
100%
=>
$248’290.635,oo. 

Aumento entre 1992 a 1995
=>
81.28%
=>
$201’810.628,oo.

Año  de 1992


=>
18.72%
=>
$46’480.006,87 

Total daño emergente por levantamiento topográfico $46’480.006,87” (negrillas del texto original).
En el presente caso, la diferencia porcentual entre los índices de precios al consumidor correspondientes a los meses de mayo de 1990 y marzo de 1995 es la siguiente:

IPC Marzo de 1995:
54.21

IPC Mayo de 1990:

18.32




35,89

Por lo tanto, a la suma de $12.000, correspondiente a la renta diaria que un propietario de un vehículo de servicio público para el mes de marzo de 1995, habrá que descontarle la diferencia porcentual entre ésta fecha y el mes de mayo de 1990, cuando ocurrió el hecho dañino, la cual corresponde, según lo recién expuesto, a 35.89%, para un equivalente de $4.306,8. 

Luego entonces, la suma de $7.693,2
, significa, de acuerdo con el dictamen pericial, a los ingresos dejados de percibir por la actora para el mes de mayo de 1990, como consecuencia de la inmovilización por reparación, de su vehículo de servicio público de placas TB 3675. 

Así mismo, desde el punto de vista del tiempo que estuvo inmovilizado el citado automotor, se tendrá en cuenta el período durante el cual permaneció en reparación en el taller Autolarte S.A., esto es, según lo demostrado documentalmente, entre el 4 de julio y el 31 de agosto de 1990 y entre el 4 y el 14 de septiembre de 1990, lo cual arroja un total de 69 días para efectos de la liquidación del lucro, en los siguientes términos: 69 días x $7.693,2 diarios = $530.831.  

Por lo tanto, ésta cifra corresponde, en la modalidad de lucro cesante, a los ingresos dejados de percibir por la demandante Dora Ceballos Loaiza durante el periodo de inmovilización del vehículo de servicio público de su propiedad, la cual debe ser actualizada hasta la fecha de la presente providencia.

- Actualización ingresos a la fecha actual:

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Mayo /1990)

Vp = $530.831
160.87







18.32

Vp = $4.661.287

Y la indemnización debida consistirá en los ingresos dejados de percibir, una vez actualizados, durante el tiempo de inmovilización del vehículo por efectos de reparación, el cual equivale a 69 días = 2.3 meses.

S = Ra  (1 + i) n -1


           i

S = $4.661.287
(1 + 0.004867 )2.3 - 1

0.004867

S = $10.754.892 

Resumen Perjuicios Materiales

Demandante
D. Emergente
L. Cesante

Total

Dora Ceballos
$18.944.244

$10.754.892

$29.699.136

3.2. El demandante Jairo León Calle fundamentó su solicitud de reconocimiento patrimonial, a título de lucro cesante, en “la pérdida de su integridad corporal y la aparición de traumas síquicos y desórdenes biológicos y fisiológicos, factores que redujeron su capacidad laboral en un 70%, desde el día de su lesionamiento, el 24 de mayo de 1990, momento a partir del cual se deben indemnizar estos perjuicios (Art. 1615, Código Civil)” (fl. 95 cdno. ppal.).  

En el proceso fue recaudada prueba testimonial que evidencia la actividad productiva de la víctima de la cual derivaba sus ingresos al momento del acaecimiento del hecho dañino. Sobre el particular, declaró, entre otros, el señor Alberto De Ossa (fls. 261-262 cdno. ppal.), quien manifestó que “El administraba su finca en La Fe (Antioquia). Ellos tenían una champiñonera allá y él la administraba” (fl. 262 ibidem).
El señor José Hernán Cano (fls. 263-265 cdno. ppal.), mencionó: “El señor JAIRO CALLE tenía un montaje de cultivo de champiñones en la Fe (Antioquia) y a ello dedicaba prácticamente todo su tiempo” (fl. 263 ibidem). En el mismo sentido depusieron los testigos Darío Álvarez, Luis Eduardo Maya y Marco Tulio Mejía, en sendas declaraciones que rindieron ante el tribunal (fls. 265-267, 267-269, 278-279 ib.).

Sin embargo, si bien hay prueba en el plenario respecto de la actividad productiva que desarrollaba el señor Calle al momento de ser víctima del atentado que le produjo lesiones, similar consideración no puede predicarse respecto del monto de los ingresos que percibía como consecuencia del cultivo de champiñones de la finca de su propiedad, ubicada en el municipio de La Fe (Antioquia). En efecto, no existe prueba documental que permita tener por demostrado tal aspecto, ni tampoco puede deducirse con precisión de los distintos testimonios recaudados en el proceso. 

Darío Álvarez (fls. 265-267 cdno. ppal.), al indagársele sobre los ingresos mensuales del actor, respondió: “Me imagino que pueden ser entre novecientos y un millón cien mil pesos…“ (fl. 266 ibidem).

Marco Tulio Mejía (fls. 278-279 cdno. ppal.): “PREGUNTADO: Sabe usted qué ingresos obtenía JAIRO LEON de los cultivos de esos champiñones? CONTESTO: Me queda muy difícil saber los ingresos porque no he trabajado con él, pero si sé que le entraba su plata por la empresa de champiñones que tenía allá…” (fl. 278 ibidem).

Aracelly Bustamante de Rodríguez manifestó que “Ellos para ese momento vivían en la finca en la Fe, o sea la vereda donde tienen la finca ellos, allí JAIRO (LEON CALLE) tenía varios cultivos, entre ellos uno de champiñones, del que se derivaba un ingreso considerable…” (fl. 281 ib.).

Encuentra la Sala, en conclusión, que en el proceso no están demostrados los ingresos de la víctima, por lo que el cálculo de los perjuicios materiales reclamados debe realizarse con base en el salario mínimo mensual legal vigente para la época de los hechos, esto es, el 24 de mayo de 1990, que se encontraba establecido en $41.025
, valor éste que actualizado a la fecha de esta sentencia con base en el índice de precios al consumidor, equivale a $359.416, suma que resulta inferior al salario mínimo mensual legal vigente que es de $381.500, por lo que se tomará éste último como base para el cálculo de la liquidación de perjuicios. 

Ahora bien, de acuerdo con el reconocimiento practicado por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Nor-Occidente-Medellín (fl. 258 cdno. ppal.), al señor Jairo León Calle se le dictaminó una “incapacidad definitiva de ciento ochenta (180) días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de la marcha. La merma de la capacidad laboral es del 8%” (ibidem).
Por lo tanto, se liquidará este rubro del perjuicio material, en los siguientes términos:

Una primera indemnización debida que comprenderá la totalidad de los ingresos dejados de percibir por el lesionado directo, una vez actualizados, durante el tiempo de incapacidad de 180 días, entre el 24 de mayo y el 24 de noviembre de 1990, es decir, 6 meses.

S = Ra  (1 + i) n -1


           i

S = $381.500
(1 + 0.004867 )6 - 1

0.004867

S = $2.317.032

Ahora bien, del salario mínimo mensual legal vigente que es de $381.500, se tomará el 8%, que es el porcentaje de la pérdida de la capacidad laboral del demandante, lo cual nos arroja una salario base de liquidación de $30.520.

La indemnización a que tiene derecho el señor Calle comprende dos períodos: uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que concluyó la primera incapacidad, 24 de noviembre de 1990, hasta el presente, para un total de 179.23 meses, y el otro, futuro o anticipado, que corre desde la fecha de esta sentencia hasta el fin de la vida probable del lesionado
, para un total de 54.89 meses (234.12 meses – 179.23 meses), de lo cual resulta:

Indemnización vencida:

S = Ra  (1 + i)n - 1

           
i
S = $30.520   (1 + 0.004867)179.23 - 1
                                                    0.004867

S = $8.699.986

Indemnización Futura:

S  =   Ra  (1+i)n  - 1
                   i (1+i)n 

S = $30.520    ( 1 + 0.004867 )54.89   -        1   


             0.004867 (1 + 0.004867)54.89
S  = $1.467.024

Resumen Lucro Cesante

	Nombre demandante
	Indemnización Debida
	Indemnización Debida
	Indemnización Futura
	Valor Total

	Jairo L. Calle
	$2.317.032
	$8.699.986
	$1.467.024
	$12.484.042


3.3. En la demanda, también se solicitó lucro cesante derivado de la pérdida de la ayuda económica de la cual se vieron privados, tanto la señora Adriana Castrillón de Palacio y su hijo Andrés Felipe Palacio Castrillón, como la señora Sandra Castañeda y su hijo Samuel Alejandro Rendón, como consecuencia del deceso de su cónyuge y padre Libardo Palacio y Samuel Rendón, respectivamente, el día 24 de mayo de 1990.   

En lo relativo al daño material bajo esta modalidad, existe presunción legal de dependencia económica entre padres e hijos y entre cónyuges, como quiera que el Código Civil dispone que se deben alimentos a los cónyuges y a los descendientes (artículo 411 incisos 1º y 2°).

Igualmente obra en el proceso prueba de carácter testimonial que acredita la actividad productiva de las víctimas y la dependencia económica de los demandantes respecto de aquéllas. Sobre el particular, declararon las señoras Gladys Vargas (fls 214-215 cdno. 2°) y Gabriela López (fl. 218 ibidem).
La primera de ellas, mencionó: “Si conozco al Sr. Libardo Palacio, estaba casado con la Sra. Adriana Castrillón, era un matrimonio muy estable, de mucha afectividad, y era un matrimonio muy estable, de dicho matrimonio hay un hijo, de nombre Andrés Palacio. Yo ese matrimonio lo conozco desde que inició, conocía muy bien a Adriana y se que Libardo veía por ella y por el niño, conozco que el hogar era muy armónico. PREGUNTADO: Sabe Ud. cuál era el oficio o profesión de Libardo Palacio Serna. CONTESTO: La profesión de Libardo era abogado, ya que éramos compañeros de la misma universidad y se desempeñaba como Gerente de la Hostería Llano Grande” (fl. 214 ib).

Otra declarante, Luz Marcela Ángel (fls. 215-216 cdno. 2°), al momento de indagársele acerca de la profesión u oficio del señor Palacio Serna, manifestó que “El era el gerente de la Hostería Llano Grande” (fl. 215 ibidem).

La segunda declarante, afirmó: “Samuel (Rendón) era  casado al morir, tenía un hijo de tres añitos de nombre Samuel Alejandro, la esposa se llama Sandra, no recuerdo el apellido, ellos formaban un hogar estable, era muy cumplidor del deber económico respecto de ellos. PREGUNTADA: Sabe Ud. cuál era la profesión u oficio del Sr. Samuel Rendón, y a qué se dedicaba al momento de su muerte. CONTESTO: El era el administrador del área de alimentos de la Hostería Llano Grande” (fl. 218 ib.). En el mismo sentido depuso el testigo Amadeo López, en la declaración que rindió ante el tribunal (fls. 218A-219 ib.)

Así mismo, hay prueba documental en el plenario respecto de la actividad económica que desarrollaban los señores Libardo Palacio y Samuel Rendón al momento de ser víctimas del atentado que cegó sus vidas. En efecto, según documentos originales obrantes a folios 237 y 238 del cuaderno 2°, la Hostería Llano Grande informó el día 28 de mayo de 1994, en respuesta al exhorto No. 335-5 del 16 de abril de 1994, que los señores Palacio y Rendón, se desempeñaron en dicho establecimiento como gerente y jefe de alimentos hasta el día de su fallecimiento, con un ingreso mensual de $192.000 y de $120.000, respectivamente.   
Conforme con lo anterior, se encuentra acreditado que Libardo Palacio y Samuel Rendón se dedicaban a una actividad lucrativa de la cual devengaban los ingresos ($192.000 y de $120.000, respectivamente) que destinaban a su propio sostenimiento y al de su familia, conformada cada una por su esposa y un único hijo, quienes dependían económicamente de aquéllos. 

Por tanto, se procede a efectuar la liquidación de los perjuicios de índole material, así:

3.3.1. Grupo familiar de Libardo Palacio:

Los ingresos acreditados que percibía el señor Palacio al momento de su deceso [el cual tuvo ocurrencia no de manera inmediata el día del atentado, 24 de mayo de 1990, sino hasta el día 31 del mismo mes y año, luego de permanecer en estado de gravedad en la Clínica Medellín, de acuerdo con el certificado de registro civil de defunción y el acta de levantamiento de cadáver (fls. 34 y 327vto.-328 cdno. 2°)], ascendían a la suma de $192.000, cifra que se actualizará a la fecha de la presente providencia.

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Mayo /1990)

Vp = $192.000
160.87







18.32

Vp = $1.685.973

A este valor ($1.685.973), se le debe descontar el 25% ($421.493), que se presume que la víctima destinaba para procurar su propia manutención. La suma resultante ($1.264.480), se dividirá así: 50% para la cónyuge y el 50% restante para su menor hijo, esto es, $632.240, para cada uno de ellos.   

Libardo Palacio, [(nacido el 25 de diciembre de 1961 (fl. 33 cdno. 2°)], contaba para el día de su muerte (31 de mayo de 1990), con 28 años de edad, por lo que era mayor que su cónyuge, la demandante Beatriz Castrillón, como quiera que nació el día 13 de febrero de 1967 (fl. 28 ibidem), motivo por el cual se tomará el tiempo probable de vida del occiso, esto es, 48.16 años, que corresponde a 577.92 meses, de conformidad con las tablas de supervivencia de la Superintendencia Bancaria. 

La indemnización por lucro cesante se divide en debida y futura. La primera abarca desde la fecha de la muerte del señor Palacio hasta la fecha de esta sentencia y la segunda, desde el día siguiente de la sentencia hasta la fecha de vida probable del causante.

Indemnización debida o consolidada

Que abarca desde el día de los hechos, hasta el día de la sentencia, esto es, 185 meses. La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S = Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener

Ra = Renta actualizada: $632.240

i = Interés puro o técnico: 0.004867

n = Número de meses que comprende el período indemnizable:   185 meses

S = $632.240
(1 + 0.004867)185   - 1

0.004867 

S = $189.036.349

Indemnización futura

Que se extiende a partir del día siguiente al proferimiento de la sentencia hasta el término probable de vida: 577.92 meses - 185 meses =  392,92 meses.

S = Ra (1 + i)n -1
            i (1 + i)n
S = $632.240    (1+0.004867)392.92     -     1    


    0.004867 (1.004867)392.92   

S = $110.623.044

Ahora bien, por vía jurisprudencial se ha presumido que los hijos dependen económicamente de sus padres hasta cumplir los 18 años de edad, motivo por el cual el reconocimiento de lucro cesante a favor de Andrés Felipe Palacio Castrillón, nacido el día 9 de noviembre de 1988 (fl. 43 cdno. 2°), se efectuará a partir del día de la muerte su progenitor (31 de mayo de 1990) hasta el día en que cumpla la mayoría de edad (9 de noviembre de 2006): 16 años – 5 meses – 9 días: 197.3 meses.

Indemnización debida o consolidada

Que incluye desde el día de los hechos, hasta el día de la sentencia. La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S = Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener

Ra = Renta actualizada ($632.240)

i = Interés puro o técnico: 0.004867

n = Número de meses que comprende el período indemnizable:   185 meses

S = $632.240

(1 + 0.004867)185   - 1

0.004867 

S= $189.036.349

Indemnización futura

Que comprende desde el día siguiente a la expedición de la sentencia hasta el 9 de noviembre de 2006: 197.3 meses – 185 meses =  12.3 meses.

S = Ra (1 + i)n - 1
              i (1 + i)n
S = $632.240    (1+0.004867)12.3     -     1    


    0.004867 (1.004867)12.3   

S = $7.994.010

Resumen Lucro Cesante Grupo Familiar Libardo Palacio

Demandante
I. Debida

I. Futura

Total

Beatriz Castrillón
$189.036.349
$110.623.044
$299.659.393

Andrés Palacio
$189.036.349
$7.994.010

$197.030.359

3.2.2. Grupo familiar de Samuel Rendón:

De acuerdo con lo antes expuesto, el salario que devengaba el señor Rendón al momento de su fallecimiento, derivado de su desempeño como jefe de alimentos de la Hostería Llano Grande, equivalía a $120.000, monto que será actualizado a la fecha de la presente providencia.

Valor presente =  Valor histórico
I. Final   
(Octubre/2005)



     

I. Inicial
(Mayo /1990)

Vp = $120.000
160.87







18.32

Vp = $1.053.733
A este valor ($1.053.733), se le debe deducir el 25% ($263.433), que se presume como el porcentaje que la víctima disponía para su propia subsistencia. La suma resultante ($790.300), se dividirá así: 50% para la cónyuge Sandra Castañeda ($395.150) y el 50% restante entre el número de hijos, en este caso, un único hijo, Samuel Alejandro ($395.150).   

Samuel Rendón, quien nació el 28 de agosto de 1958 (fl. 55 cdno. 2°), para el día de su muerte (24 de mayo de 1990), tenía la edad de 31 años, por lo que era mayor que su cónyuge, la demandante Sandra Castañeda, si se tiene en cuenta que nació el 23 de octubre de 1959 (fl. 48 ibidem), razón por la cual se acudirá al período de vida probable del causante, que corresponde a 45.29 años, esto es, 543,48 meses, de acuerdo con las tablas de supervivencia de la Superintendencia Bancaria. 

La indemnización por lucro cesante se divide en consolidada y no consolidada. La primera, está comprendida entre la fecha del hecho dañino y la fecha de esta sentencia y la segunda, entre el día siguiente a la sentencia y la fecha de vida probable del señor Rendón.

Indemnización debida o consolidada

Esta indemnización se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener

Ra = Renta actualizada: $395.150

i = Interés puro o técnico: 0.004867

n = Número de meses que comprende el período indemnizable:   185.23 meses

S = $395.150
(1 + 0.004867)185.23   - 1

0.004867 

S = $118.370.442
Indemnización futura

Que se extiende desde el día siguiente a la fecha de la presente sentencia hasta el término probable de vida del occiso: 543.48 meses – 185.23 meses =  358.25 meses.

S = Ra (1 + i)n -1
            i (1 + i)n
S = $395.150
(1+0.004867)358.25     -     1    



0.004867 (1.004867)358.25   

S = $66.930.273

Ahora bien, por vía jurisprudencial se ha presumido que los hijos dependen económicamente de sus padres hasta cumplir los 18 años de edad, circunstancia por la cual el reconocimiento de lucro cesante a favor de Samuel Alejandro Rendón Castañeda, nacido el día 29 de agosto de 1986 (fl. 50 cdno. 2°), solo se efectuará a título de indemnización vencida, comprendida entre el día de la muerte de su padre (24 de mayo de 1990) y el día en que adquirió la mayoría de edad (29 de agosto de 2004): 14 años – 3 meses – 5 días: 171.16 meses.

Indemnización debida o consolidada

Se indemnizará a partir de la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener

Ra = Renta actualizada ($395.150)

i = Interés puro o técnico: 0.004867

n = Número de meses que comprende el período indemnizable:   171.16 meses

S = $395.150

(1 + 0.004867)171.16   - 1

0.004867 

S = $105.193.186

Resumen Lucro Cesante Grupo Familiar Samuel Rendón

Demandante
I. Debida

I. Futura

Total

Sandra Castañeda
$118.370.442
$66.930.273

$185.300.715

Samuel A. Rendón
$105.193.186
$0


$105.193.186

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA   
REVOCANSE las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo de Antioquia -Sección Segunda-, los días 30 de enero y 20 de marzo de 1998 y, en su lugar, se dispone:

PRIMERO.- DECLARAR que LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, es administrativamente responsable del fallecimiento de los señores LILIANA GIRALDO PIEDRAHITA, MÓNICA MARÍA ARISTIZÁBAL ECHEVERRI, LILIANA GARCÍA GONZALEZ, LIBARDO DE JESÚS PALACIO y SAMUEL RENDÓN; y, de las lesiones padecidas por los señores JAIRO LEÓN CALLE y DORA CEBALLOS LOAIZA, de conformidad con las circunstancias de tiempo, modo y lugar de que da cuenta la parte motiva de este fallo.

SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL a pagar a los demandantes los perjuicios morales por ellos sufridos, así: 

Por la muerte de LILIANA GIRALDO PIEDRAHITA, para cada de uno de los señores LUIS ALFREDO GIRALDO (padre) y BERTA PIEDRAHITA (madre), la suma de TREINTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS MONEDA LEGAL ($34.466.310); y para cada uno de los señores CARLOS MARIO, ALFREDO ENRIQUE, FERNANDO y MARÍA ISABEL GIRALDO PIEDRAHITA (hermanos), la suma de DIECINUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL PESOS MONEDA LEGAL ($19.075.000).

Por la muerte de MÓNICA MARÍA ARISTIZÁBAL ECHEVERRI, para cada de uno de los señores GUSTAVO ARISTIZÁBAL (padre) y PIEDAD DEL SOCORRO ECHEVERRI (madre), la suma de TREINTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS MONEDA LEGAL ($34.466.310); y para cada uno de los señores ANA CAROLINA, GUSTAVO ANDRÉS y LUIS FERNANDO ARISTIZÁBAL ECHEVERRI (hermanos), la suma de DIECINUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL PESOS MONEDA LEGAL ($19.075.000).

Por la muerte de LILIANA GARCÍA GONZÁLEZ, para cada de uno de los señores LUIS ALFONSO GARCÍA (padre) y CLARA INÉS GONZÁLEZ (madre), la suma de TREINTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS MONEDA LEGAL ($34.466.310); y para cada uno de los señores MAURICIO, GUILLERMO LEÓN, JUAN JAIRO, ÁLVARO HUMBERTO, MARÍA YOLANDA y HAYEN ORLANDO GARCÍA GONZÁLEZ (hermanos), la suma de DIECINUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL PESOS MONEDA LEGAL ($19.075.000).

Por la muerte de LIBARDO DE JESÚS PALACIO, para cada de uno de los señores FRANCISCO JOSÉ PALACIO (padre), BEATRIZ ADRIANA CASTRILLÓN (cónyuge) y ANDRÉS FELIPE PALACIO CASTRILLÓN (hijo), la suma de TREINTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS MONEDA LEGAL ($34.466.310); y para cada uno de los señores FRANCISCO JAIRO, JOHN SERGIO, HÉCTOR JAIME, IVÁN DARÍO y LUZ MARINA (hermanos), la suma de DIECINUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL PESOS MONEDA LEGAL ($19.075.000).

Por la muerte de SAMUEL RENDÓN, para cada de uno de los señores MARIO DE JESÚS RENDÓN (padre), MARÍA GABRIELA JIMÉNEZ (madre), SANDRA CASTAÑEDA IBARRA (cónyuge) y SAMUEL ALEJANDRO RENDÓN CASTAÑEDA (hijo), la suma de TREINTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS MONEDA LEGAL ($34.466.310); y para cada uno de los señores JOHN MARIO y GIOVANNY HELY RENDÓN JIMÉNEZ (hermanos), la suma de DIECINUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL PESOS MONEDA LEGAL ($19.075.000).

Por las lesiones que sufrió JAIRO LEÓN CALLE (víctima directa), la suma de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS MONEDA LEGAL ($6.893.262); y, para cada una de las demandantes MARIELA DE JESÚS OSORIO (cónyuge), ANA MARÍA CALLE (hija) y TATIANA SANMARTÍN (tercera damnificada) la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS MONEDA LEGAL ($3.446.631).

Por las lesiones que padeció DORA CEBALLOS LOAIZA (víctima directa), la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TREINTA Y UN PESOS MONEDA LEGAL ($3.446.631).

TERCERO.- CONDENAR a la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL- a pagar a los demandantes, por concepto de daño emergente, así:

A JAIRO LEÓN CALLE, la suma de TREINTA Y SIETE  MILLONES DOSCIENTOS TRECE MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y SIETE PESOS MONEDA LEGAL ($37.213.467).
A DORA CEBALLOS LOAIZA, la suma de DIECIOCHO MILLONES NOVECIENTOS CUARENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS MONEDA LEGAL ($18.944.244).

CUARTO.- CONDENAR a la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL- a pagar a los demandantes, por concepto de lucro cesante, así:

A JAIRO LEÓN CALLE, la suma de DOCE MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL CUARENTA Y DOS PESOS MONEDA LEGAL ($12.484.042).
A DORA CEBALLOS LOAIZA, la suma de DIEZ MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y DOS PESOS MONEDA LEGAL ($10.754.892).

A BEATRIZ PATRICIA CASTRILLÓN, la suma de DOSCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y TRES PESOS MONEDA LEGAL ($299.659.393).

A ANDRÉS FELIPE PALACIO CASTRILLÓN, la suma de CIENTO NOVENTA Y SIETE MILLONES TREINTA MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE PESOS MONEDA LEGAL ($197.030.359).
A SANDRA CASTAÑEDA IBARRA, la suma de CIENTO OCHENTA Y CINCO MILLONES TRESCIENTOS MIL SETECIENTOS QUINCE PESOS MONEDA LEGAL ($185.300.715).
A SAMUEL ALEJANDRO RENDÓN CASTAÑEDA, la suma de CIENTO CINCO MILLONES CIENTO NOVENTA Y TRES MIL CIENTO OCHENTA Y SEIS PESOS MONEDA LEGAL ($105.193.186). 

QUINTO.- LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, dentro de los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   

SEXTO.- Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

COPIESE.  NOTIFIQUESE. CUMPLASE.

MARÍA ELENA GIRALDO GÓMEZ        ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ  



       

GERMAN RODRIGUEZ VILLAMIZAR

RAMIRO SAAVEDRA BECERRA
� Ver, al respecto, TAMAYO JARAMILLO, Javier.  La responsabilidad del Estado, edit. Temis, Santafé de Bogotá, 1997, p. 110 a 115.


� Expediente 11.934, actora: Mariela Guzmán Sánchez y otros.


� Expediente 8233, actor: Hilario Mantilla Mantilla.


� Expediente 7136.


� Expediente 8577, actor: Justo Vicente Cuervo Londoño.


�  Expediente 6680, actores: Helí de Jesús Cardona Ríos y otros.


� Según la Corte Constitucional, “La Constitución de 1991, amplió el monopolio estatal a todo tipo de armas, por cuanto en el ordenamiento derogado este se refería únicamente a las armas de guerra. En efecto, el artículo 48 de la anterior Constitución señalaba que “solo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y municiones de guerra. Nadie podrá dentro de poblado llevar armas consigo sin permiso de autoridad competente." Esto significa que la anterior Constitución admitía la posesión de armas que no fuesen de guerra, aun cuando limitaba su porte dentro de poblado a la obtención del correspondiente permiso de autoridad competente. En cambio, la Constitución de 1991 consagra un régimen más estricto, puesto que no existe la posibilidad de que haya propiedad o posesión privadas sobre ningún tipo de armas. Hay entonces una reserva estatal de principio sobre su propiedad y posesión, de suerte que los derechos de los particulares sobre las armas son precarios pues provienen únicamente de los permisos estatales, los cuáles son por esencia revocables.”: Sentencia C-038 de febrero 9 de 1995, Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero.


� JULIO DÍAZ-MARATO Y VILLAREJO.  El delito de tenencia ilícita de armas de fuego.  Madrid: Editorial Carejo, 1987.


� Sentencia de julio 19 de 2000, Exp. 12012, Actor: Marco Antonio Saavedra y otros.


� Sentencia del 29 de enero de 2004, radicación 2203 (No. interno 15.130), actores: Carlos Antonio Franco Castaño y otros.


� Expediente 7641, actores: Juan Manuel y Ramón Elías Aguirre Castrillón.


� Sentencia del 16 de junio de 1.995, expediente No. 9392, actor: Adán Antonio Vanegas Díaz. En el mismo sentido, sentencia del 16 de noviembre de 1995, expediente 10.309, actor: Pedro Julio Moreno Rodríguez, y sentencia del 18 de abril de 1996, expediente 10.230, actor: José Rómulo Palomino.


� Expediente 7733, actores: Álvaro Medina Mendoza y otros.


� Sentencia del 15 de abril de 1999, expediente 11.461, actor: Eduardo Solano.


� Sentencia del 15 de marzo de 1996, expediente 9034, actores: José María Córdoba Ibarra y otros. 





� Radicación 11.585, actores: Noemí Revelo de Otálvaro y otros.


� Ver sentencias del 18 de septiembre de 1997, exp. 9666, y del 8 de febrero de 2001, exp. 13.254.


� Puede citarse, por ejemplo, la sentencia del 30 de noviembre de 2000, expediente 13.329, en la cual los procesos de carácter penal militar y disciplinario fueron trasladados al contencioso administrativo en copias auténticas; y en la sentencia del 21 de febrero de 2002, expediente 12.789, el proceso penal, solicitado por ambas partes, fue remitido por la Fiscalía al proceso de responsabilidad en copias auténticas.


� El atentado dinamitero dejó como saldo trágico para la entidad demandada, la muerte de Miguel Antonio Potosí, el Teniente Edgar Santana y el Agente Nelson Villacorte; y, heridos a los Agentes Erazo Urbano, Elías Romero, Pedro Lesmes, Germán Riascos, Nelson Rojas, Edgar Ramírez, Jorge Rincón y Oscar Valencia (fls. 412-413 cdno. 2°). 


� Sentencia del 28 de octubre de 1999, exp. 12.384.


� Aspecto plenamente acreditado en el plenario, a través de la copia auténtica del registro civil de nacimiento de la demandante (fl. 11 cdno. ppal.).  


� Dado que la Sala, en la providencia de fecha 6 de septiembre de 2001, expedientes 13.232-15.646, estableció el valor de las condenas por perjuicios morales en moneda legal colombiana y, fijó la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales para los eventos en que tales perjuicios cobran su mayor intensidad. 


� Ver, entre otros, los numerales 1, 2, y 5 de los hechos probados de la presente providencia. 


� La Sala ha considerado que la propiedad de un vehículo puede acreditarse con la certificación de la Oficina de Tránsito donde se realizó la inscripción del título de adquisición y, además, con la matrícula o tarjeta de propiedad: “La prueba del dominio para fines de legitimación puede ser, entonces, la certificación de la oficina de tránsito en la que esté inscrito el automotor; o también la copia autenticada de la matrícula o tarjeta de propiedad; prueba ésta que proporciona una gran certeza porque su expedición está precedida, como lo dijo la Corte "de la previa comprobación de su derecho por parte del dueño del vehículo y el cumplimiento de los demás requisitos legales exigidos para expedir el permiso o licencia para que el aparato pueda transitar" (Sentencia de julio 21 de 1971). En otros términos, esa matrícula prueba que la inscripción del título de dominio se efectuó y que se hizo a nombre de la persona que figura en ella”. (Sentencia del 30 de agosto de 1988, exp. 5198, M.P. Dr. Carlos Betancur, reiterada, entre otras providencias, en las de fechas 12 de septiembre y 28 de noviembre de 2002, expedientes 13.395 y 14.330, ambas con ponencia del Dr. Ricardo Hoyos Duque).


� Ver, entre otros, los numerales 1, 2, y 5 de los hechos probados de la presente providencia 


� Sentencias del 8 de noviembre de 2001, exp. 12.853 y del 27 de octubre de 2005, exp. 15.278, ambas con ponencia de la Dra. María Elena Giraldo.


� $12.000 - $4.306,8 = $7.693,2


� Decreto No. 3000 del 22 de diciembre de 1989.


� Para la fecha de acaecimiento de los hechos, 24 de mayo de 1990, el señor Jairo León Calle contaba con 60 años de edad (había nacido el 15 de abril de 1930 -fl. 6 cdno. ppal.-), esto es, 19.51 años, que corresponde a 234.12 meses, de conformidad con las tablas de supervivencia de la Superintendencia Bancaria. 








